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Resumen 
Las falencias inherentes al diseño constitucional del modelo de recuperación de los 
recursos públicos en Colombia en cabeza de las entidades de Control Fiscal, en el que 
hace que éstas funjan como juez y parte, en los procesos administrativos que ejecutan,  
ratifica su debilidad institucional en el marco del  Estado Social y Democrático de Derecho 
para la eficaz y eficiente recuperación de los dineros públicos, afectando en consecuencia 
la protección efectiva de los derechos económicos y sociales de la población más pobre y 
vulnerable. Pues más allá del Control Fiscal, los principios de dignidad humana y la justicia 
social, así como el logro de la protección de los derechos sociales, la vigilancia y el control 
sobre  la efectividad de una Hacienda Pública que promueva la justicia distributiva, exige 
una independencia orgánica y funcional de la determinación de la responsabilidad fiscal,  
pues la garantía de estos principios y valores propios del Estado Social y Democrático de 
Derecho,  corresponde a un tercero (juez), llámese Tribunal de Cuentas o Juez 
Contencioso Administrativo, quien en perspectiva jurisdiccional posibilite que estos se  
garanticen plenamente. 
Palabras clave:  Gestión Fiscal- - Derechos económicos y sociales- Hacienda 
Pública - Derecho de la responsabilidad fiscal- Fuentes del daño patrimonial 
  
X Proceso de responsabilidad fiscal hoy en Colombia: 
Falencias estructurales para el Estado Social y Democrático de Derecho 
 
Abstract 
The inherent flaws in the constitutional design of the model for the recovery of public 
resources in Colombia at the head of the Fiscal Control entities, in which it acts as judge 
and part, in the administrative processes they execute, ratifies their institutional weakness 
in the Framework of the Social and Democratic State of Law for the effective and efficient 
recovery of public monies, affecting in consequence the effective protection of the 
economic and social rights of the poorest and most vulnerable population. For beyond 
Fiscal Control, the principles of human dignity and social justice, as well as the achievement 
of the protection of social rights, vigilance and control over the effectiveness of a Public 
Treasury that promotes distributive justice, demands independence Organic and functional 
determination of fiscal responsibility, as the guarantee of these principles and values of the 
Social and Democratic State of Law, corresponds to a third (judge), called Court of 
Accounts or Administrative Litigation Judge, who in a jurisdictional perspective That these 
are fully guaranteed. 
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El Modelo Constitucional colombiano, de Estado social y democrático de derecho, se 
sustenta en la protección efectiva de los derechos fundamentales y la garantía de una 
justicia material. 
 
En este orden de ideas, el Diseño constitucional de1991 en relación con el Control Fiscal, 
construido sobre dos pilares fundamentales, la vigilancia de la gestión fiscal y el 
resarcimiento del daño en el proceso de responsabilidad fiscal,  ocasionada con el  daño 
al patrimonio del Estado, evidencia hoy la crisis del mismo en cuanto a este último pilar, tal 
y como lo evidencian desde la Academia los escritos de Rodrigo Naranjo Gálvez, Efrén 
González Rodríguez , Lidia Yolanda Santafé Alfonso y Édison Ariel Corredor, o los 
Informes que en relación con los resultados del proceso de responsabilidad Fiscal que 
presenta anualmente la Auditoría General de la República.   
 
Frente a esta inercia institucional, incapaz de dar respuesta a las expectativas del Estado 
Social y Democrático de Derecho, de proteger el patrimonio público, para garantizar esa 
justicia material y la protección efectiva de los derechos sociales, y por tanto incapaz de 
enfrentar los nuevos niveles de corrupción, urge redefinir la competencia del conocimiento 
y fallo ocasionados en el daño generado al patrimonio público por parte de los gestores 
fiscales. 
 
Si bien en la tesis de maestría presentada ante esta misma Universidad por parte de  Lidia 
Yolanda Santafé Alfonso, considera que a la luz del artículo 116 de la Carta, la decisión de 
las Contralorías deberían tener efectos judiciales, sin embargo fue el Congreso dentro de 
su margen de potestad de configuración legislativa quien no permitió este camino de 
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protección efectiva para (i) proteger el patrimonio público; (ii) garantizar la transparencia y 
el acatamiento de los principios de moralidad administrativa en las operaciones 
relacionadas con el manejo y uso de los bienes y los recursos públicos; (iii) verificar la 
eficiencia y eficacia de la administración para cumplir los fines del Estado1;  para el  
Profesor Rodrigo Naranjo Gálvez, la Contraloría no debe ser quien conozca y falle, 
planteando como horizonte de solución, la separación funcional del conocimiento del 
proceso de responsabilidad fiscal el cual debe o suprimirse o quedar por completo en 
manos del poder judicial2 a iniciativa de la Contraloría. 
 
La importancia de esta decisión radica en que la vigilancia a la gestión Fiscal es un control 
al sistema presidencialista, que realiza el Congreso a la ejecución del presupuesto 
nacional, por medio de la Cámara de Representantes, examinando y feneciendo la cuenta 
general que le presente el Contralor General de la República (artículo 178 num. 2º)3 y que 
a partir de la Constitución de 1991, éste control debió trascender la revisión numérico legal 
a la vigilancia de la gestión pública, entendida ésta desde aquella que “propicia y facilita  el 
cumplimiento efectivo de los fines del Estado” a partir de “un Estado gestor, por definición 
                                                
 
1 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-083 de 2015 Magistrado(a) Ponente GLORIA STELLA ORTIZ 
DELGADO 
2 NARANJO GALVEZ, Rodrigo. “La responsabilidad fiscal en Colombia ¿Instrumento para combatir la corrupción o estímulo 
a la misma” en Memorias del VII Congreso Internacional del CLAD sobre Reforma del Estado y la Administración Pública, 
Lisboa, Portugal, 8-11 octubre 2002. Pag. 6) 
 
3 En cumplimiento del artículo 310 de la ley 5ª /92, la Comisión Legal de Cuentas realiza el estudio a dicha Cuenta, luego 
procede a requerir a los representantes legales de las entidades públicas del orden nacional que ejecutan recursos del 
Presupuesto General de la Nación y que reportan sus Estados financieros a la Contaduría General de la Nación, las 
explicaciones de los diferentes hallazgos detectados por la Contraloría General de la República y de las observaciones 
encontradas por la Unidad de Auditoria Interna, para que rindan las respectivas explicaciones. En el parágrafo se establece 
así mismo que: “Cuando del examen practicado por la Comisión Legal de Cuentas encuentre ella que hay lugar a deducir 
responsabilidad al Presidente de la República o a uno o varios de sus Ministros, el proyecto de resolución de fenecimiento 
propondrá además, que se pase el expediente al estudio de la Comisión de Investigación y Acusación de la Cámara de 
Representantes, para lo de su cargo. Si fuere el caso promoverá la respectiva moción de censura para los Ministros 
involucrados”. El numeral 8 del artículo 135 de la Constitución Política modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo 01 de 
2007, adiciono como sujetos de control político a los Superintendentes o Directores de Departamento Administrativo, por lo 
tanto, la Comisión Legal de Cuentas podrá promover moción de censura contra los representantes legales de estas entidades 
cuando así lo estime. 
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más cercano a la comunidad, a la promoción de la prosperidad general y a la garantía de 
los principios, derechos y deberes contemplados en la Constitución”. 4 
 
Sin embargo, el diseño constitucional mantuvo la función vigilante y juzgadora que traía 
desde 19455, en la misma Institución del Control Fiscal6. Esta última, no con la función 
jurisdiccional prevista en el artículo 116º de la Carta7, sino meramente administrativa que 
culmina con un fallo susceptible del control jurisdiccional contencioso- administrativo. 
 
                                                
 
4 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-840/01Magistrado ponente: Dr. JAIME ARAUJO RENTERIA 
expediente D-3389 Bogotá D.C., nueve (9) de agosto de dos mil uno (2001) pág. 16 
 
5 Desarrollado por la Ley 58 de 1946 en sus artículo 2º, 3º y 4º  
6 ARTICULO 268.  
El Contralor General de la Republica tendrá las siguientes atribuciones:  
1. Prescribir los métodos y la forma de rendir cuentas los responsables del manejo de fondos o bienes de la Nación e 
indicar los criterios de evaluación financiera, operativa y de resultados que deberán seguirse.  
2. Revisar y fenecer las cuentas que deben llevar los responsables del erario y determinar el grado de eficiencia, eficacia y 
economía con que hayan obrado.  
3. Llevar un registro de la deuda pública de la Nación y de las entidades territoriales.  
4. Exigir informes sobre su gestión fiscal a los empleados oficiales de cualquier orden y a toda persona o entidad pública o 
privada que administre fondos o bienes de la Nación.  
5. Establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, imponer las sanciones pecuniarias que sean del 
caso, recaudar su monto y ejercer la jurisdicción coactiva sobre los alcances deducidos de la misma.  
6. Conceptuar sobre la calidad y eficiencia del Control Fiscal interno de las entidades y organismos del Estado.  
7. Presentar al Congreso de la República un informe anual sobre el Estado de los recursos naturales y del ambiente.  
8. Promover ante las autoridades competentes, aportando las pruebas respectivas, investigaciones penales o disciplinarias 
contra quienes hayan causado perjuicio a los intereses patrimoniales del Estado. La Contraloría, bajo su responsabilidad, 
podrá exigir, verdad sabida y buena fe guardada, la suspensión inmediata de funcionarios mientras culminan las 
investigaciones o los respectivos procesos penales o disciplinarios.  
9. Presentar proyectos de ley relativos al régimen del Control Fiscal y a la organización y funcionamiento de la Contraloría 
General.  
10. Proveer mediante concurso público los empleos de su dependencia que haya creado la ley. Esta determinará un 
régimen especial de carrera administrativa para la selección, promoción y retiro de los funcionarios de la Contraloría. Se 
prohíbe a quienes formen parte de las corporaciones que intervienen en la postulación y elección del Contralor, dar 
recomendaciones personales y políticas para empleos en su despacho.  
11. Presentar informes al Congreso y al Presidente de la República sobre el cumplimiento de sus funciones y certificación 
sobre la situación de las finanzas del Estado, de acuerdo con la ley.  
12. Dictar normas generales para armonizar los sistemas de Control Fiscal de todas las entidades públicas del orden 
nacional y territorial.  
13. Las demás que señale la ley.  
Presentar a la Cámara de Representantes la Cuenta General de Presupuesto y del Tesoro y certificar el balance de la 
Hacienda presentado al Congreso por el Contador General. 
 
7 Previstas en el artículo 116º (…) inc 2º.  “Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas 




Esta decisión del constituyente, evidencia las tensiones que dificultan el desarrollo de la 
Institución en el actual constitucionalismo, toda vez que demuestra su inercia institucional, 
es decir, la  tensión entre lo viejo y lo nuevo es decir la formación y la práctica jurídica 
fundada en un culto acrítico e ingenuo de la ley y en el desconocimiento de la fuerza 
vinculante de la Constitución (…). La apuesta por la eficacia normativa de esta, implica una 
renovación de la cultura jurídica que demanda una apertura a nuevas teorías y 
metodologías jurídicas 8.  La tensión entre la función de revisión numérica legal del modelo 
Kemmerer, con un Control Fiscal del Estado Democrático y Social de Derecho. 
 
Así mismo evidencia incoherencia ideológica, en el entendido que el Control Fiscal en el 
nuevo Diseño Constitucional, guarda coherencia y unidad entre su parte dogmática o 
axiológica y orgánica, al pronunciarse sobre la gestión fiscal9,  pero que es al mismo tiempo 
el órgano, que instruye y juzga,  afectando de contera las garantías constitucionales como 
doble instancia, debido proceso, contradicción de las pruebas; la responsabilidad fiscal se 
determina, mediante decisión  administrativa, susceptible de control posterior y en términos 
numérico – legales, con evidentes riesgos de la pérdida definitiva de los recursos10,  
dejando de lado el análisis crítico de las repercusiones de las políticas públicas, el impacto 
de la inversión o la omisión de la misma, así como la afectación de los derechos sociales 
y económicos en el marco de la justicia y la prosperidad general.  
 
A partir de esta contextualización, el problema  que se va abordar en el presente trabajo 
es precisamente, que se ha venido revelando en el tiempo, las falencias inherentes al 
diseño constitucional del modelo de recuperación de los recursos públicos en Colombia,  
otorgado constitucionalmente  a las entidades que realizan el Control Fiscal,  que hace que 
                                                
 
8 UPRIMNY Rodrigo y SÁNCHEZ Luz María. Tres décadas de transformaciones constitucionales en américa latina: 
balance y perspectivas. Bogotá DC. Dejusticia. pág. 49     
9 noción específica de gestión fiscal, bajo la comprensión de que ésta tiene una entidad material y jurídica propia que se 
desenvuelve mediante planes de acción, programas, actos de recaudo, administración, inversión, disposición y gasto, entre 
otros, con miras a cumplir las funciones constitucionales y legales que en sus respetivos ámbitos convocan la atención de 
los servidores públicos y los particulares responsables del manejo de fondos o bienes del Estado Op. Cit Sentencia C-840/01. 
pág. 23 
 




funjan como  juez y parte  en los procesos administrativos que ejecuta;  lo que pone en 
riesgo, en el marco del  Estado Social y Democrático de Derecho, la efectiva y eficiente 
recuperación de los dineros públicos mal administrados, afectando en consecuencia la 
protección efectiva de los derechos económicos y sociales. 
  
Pero este diseño constitucional de control a los gastos del Estado, que realiza el legislativo 
al ejecutivo, es una actividad pública de fiscalización que ya existía desde la Colonia, que 
se realizaba desde el recaudo, ya fuera de los tributos, los impuestos o ingresos públicos. 
Si bien ésta, ha tenido sustancialmente modelos institucionales estructuralmente 
diferentes, tuvieron una finalidad simplemente numérico legal, consistentes, por un lado en 
verificar los informes presentados de las cuentas, así como la identificación de las 
diferencias que se presenten en las mismas.   
 
Como resultado de lo anterior, al mismo órgano o a otro diferente, le correspondía la 
apertura a juicio en relación con los dineros faltantes. La institución del Control Fiscal en 
Colombia, tuvo su tránsito desde los Tribunales de Cuentas11, al Departamento de la 
Contraloría12, a la Contraloría General de la República13 y las contralorías territoriales. 
 
Su estructura institucional, en la Colonia era el de un Tribunal de Cuentas, de orden 
jurisdiccional, desde donde se adelantaban los juicios de cuentas, que tuvo variaciones 
entre el periodo histórico que va desde 1819 hasta 1886. En 1923 se adoptó el modelo 
norteamericano de un Departamento administrativo, dependiente de la Rama ejecutiva que 
                                                
 
11 “Por la Real Cédula de 24 de agosto de 1605 se crearon los Tribunales de Cuentas en Lima, México y Santafé” 
en. MALAGON PINZON, Miguel. El juicio de cuentas, primera institución de Control Fiscal de la administración 
pública. Estud. Socio-Juríd [online]. 2004, vol.6, n.2 [cited  2015-10-12], pp. 278-298 . Available from: 
<http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0124-05792004000200009&lng=en&nrm=iso>. 
12 Ley 42 de 1923 
13 Artículo 93 del Acto legislativo No. 1º del 16 de febrero de 1945 en RESTREPO PIEDRADITA, Carlos. Constitucionales 






sólo a solicitud del Presidente o por proposición aprobada por las Dos Cámaras o por 
solicitud de un Departamento previa aprobación del Consejo de Ministros, podía adelantar 
examen a las cuentas y si como resultado de la mismas, se evidenciaba que se había 
cometido “soborno cohecho u otro delito semejante presentará todo lo relacionado con 
ante la autoridad judicial competente”14 
 
En síntesis y retomando a Aarnio15 los problemas claramente identificables en el derecho 
de responsabilidad fiscal son los siguientes: 
 
1. Es evidente que las dualidades entre vigilancia y protección al patrimonio público 
con un sistema de control autónomo y la recuperación del daño patrimonial, con 
solo efectos administrativos, han puesto en riesgo la coherencia interna del derecho 
de responsabilidad fiscal con su conexión sistemática interna del Control Fiscal. 
2. Las disposiciones jurídicas del Control Fiscal no son coherentes, con la protección 
al patrimonio público, amparado en decisiones meramente administrativas. 
 
3. Las decisiones meramente administrativas resultantes del Control Fiscal a la 
gestión fiscal son hoy ilegitimas, entendiendo por legitimidad “que las normas 
jurídicas, tiene un alto nivel de legitimidad. El significado básico de la palabra 
legitimidad, es autorización. Las normas están autorizadas en la sociedad si los 
destinatarios de la regulación pueden aceptarlas. Desde este especial punto de 
vista, legitimidad es lo mismo que aceptabilidad (…) Pero si la confianza se 
tambalea o desparece, ello se refleja muy pronto, por ejemplo, en el derrumbe de 
la obediencia de la ley”16 
 
Sobre la base de las consideraciones anteriores, el presente trabajo buscará dar respuesta 
a la pregunta ¿En el Estado Colombiano, es eficaz y eficiente la función de recuperación 
                                                
 
14 Ley 42 de 1993, Capítulo IV “Investigaciones” artículos 27 al 31. 
15 AARNIO, Aulis. Lo racional como razonable. Un tratado sobre la justificación jurídica. Primera Edición. 
Traducido por Ernesto Garzón Valdez. Madrid. Centro de Estudios Constitucionales, 1991. Pg. 41 
 
16 Ibid. pg. 42 
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de los recursos públicos por parte de la Contraloría General de la República bajo el modelo 
de Control Fiscal vigente? 
 
La hipótesis del presente trabajo es que las falencias inherentes al diseño constitucional 
del modelo de recuperación de los recursos públicos en Colombia en cabeza de las 
entidades de Control Fiscal, resultado de la inercia institucional que  se traía desde 1945, 
y ratificado por el Constituyente del 1991,  en el que hace que éstas funjan como juez y 
parte, en los procesos administrativos que ejecutan,  ratifica la debilidad institucional en el 
marco del  Estado Social y Democrático de Derecho para la eficaz y eficiente 
recuperación17 de los dineros públicos, deficientemente administrados, afectando en 
consecuencia la protección efectiva de los derechos económicos y sociales de la población 
más pobre y vulnerable. 
 
La entidad de Control Fiscal que formula el hallazgo fiscal, no debe ser la misma que 
investiga y enjuicia en un Estado Social y Democrático de Derecho, pues su papel más 
allá del Control Fiscal, como órgano autónomo, es el contrapeso al poder;  pues los 
principios de dignidad humana y la justicia social, así como el logro de la protección de los 
derechos sociales, la vigilancia y el control sobre  la efectividad de una Hacienda Pública 
que promueva la justicia distributiva, exige una independencia orgánica y funcional de la 
determinación de la responsabilidad fiscal,  pues la garantía de estos principios y valores 
propios del ESD,  corresponde a un tercero (juez), llámese Tribunal de Cuentas o Juez 
Contencioso Administrativo, quien en perspectiva jurisdiccional posibilite que estos se  
garanticen plenamente. 
                                                
 
17 La efectividad de los derechos se desarrolla con base en dos cualidades, la eficacia y la eficiencia 
administrativa. La primera relativa al cumplimiento de las determinaciones de la administración y la segunda 
relacionada con la elección de los medios más adecuados para el cumplimiento de los objetivos. Es por ello 
que las dos cualidades permiten la verificación objetiva de la distribución y producción de bienes y servicios 
del Estado destinados a la consecución de los fines sociales propuestos por el Estado Social de Derecho. Por 
lo tanto, la administración necesita un apoyo logístico suficiente, una infraestructura adecuada, un personal 
calificado y la modernización de ciertos sectores que permitan suponer la transformación de un Estado 
predominantemente legislativo a un Estado administrativo de prestaciones. El logro de los objetivos y fines del 
Estado requieren de una función administrativa eficiente que responda a las exigencias del Estado Social de 





Para desarrollarlo, el presente texto está organizado en tres capítulos: el primero que 
contiene el estado del arte del control fiscal en general y el proceso de responsabilidad en 
particular, en cuanto a su ámbito jurídico, su perspectiva histórica y los debates 
contemporáneos del diseño constitucional.  
 
El segundo capítulo desarrolla el análisis del problema desde el Concepto del control 
fiscal y el derecho de responsabilidad fiscal en el Estado Social y de derecho; profundiza 
en los vacíos que desde la Teoría del Estado Social y democrático de Derecho se 
evidencia en su universo normativo, sus fuentes y en el debate teórico respecto a la 
forma más eficaz y eficiente de administración de justicia. El tercer capítulo concluye el 
trabajo. 
 
Capítulo 1: Debilidades del Control Fiscal 
1.1 Derecho de responsabilidad fiscal: Ámbito jurídico 
 
Dentro del actual sistema jurídico colombiano, el Control Fiscal fue diseñado como un 
subsistema jurídico autónomo del derecho administrativo. En la Constitución de 1991 de 
Colombia, éste está previsto, para ejercer protección a la Hacienda Pública18 que 
comprende el tesoro público19 y los bienes fiscales20, para lo cual se implementan sistemas 
de vigilancia y protección de los recursos públicos, los cuales deben ser vistos desde la 
perspectiva de la justicia distributiva propia del Estado Social de Derecho21. 
En este sentido, a las Contralorías se les prescribió constitucionalmente, la función de 
evaluar la gestión fiscal de los recursos públicos, no sólo financiera y operativamente sino 
                                                
 
18 A la hacienda pública le corresponde facilitar a la comunidad aquellos bienes de naturaleza colectiva que resultarían 
difícilmente accesibles ateniéndose a una lógica simplemente mercantilista pues para su provisión deben consultarse las 
necesidades sociales y no ánimos lucrativos.  No obstante, ese enfoque inicial que durante mucho tiempo determinó el  
ámbito de acción de la hacienda pública, ha sido complementado haciendo que mediante ella se procure la racionalización 
de las rentas y los gastos de tal manera que su manejo se oriente también a la redistribución de la riqueza con miras al 
mejoramiento de las condiciones de vida, fundamentalmente de los sectores poblacionales más vulnerables; al fomento de 
la estabilidad mediante la regulación de la actividad económica y el comportamiento de los agentes de esa naturaleza y a la 
promoción del desarrollo mediante obras de infraestructura e inversión social. CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA 
Sentencia C-1179 DE 2001 JAIME CORDOBA TRIVIÑO Bogotá, D.C., ocho (8) de noviembre de dos mil uno (2001). 
 
19 “Entiéndese por tesoro público el de la nación, el de las entidades territoriales y el de las descentralizadas” artículo 128 
inc. segundo de la Constitución Política Nacional de Colombia. “Se compone del dinero, los derechos y valores que 
ingresan a las oficinas nacionales a cualquier título” artículo 35º de la ley 42 de 1993 
20 “los bienes fiscales aquellos que le pertenezcan, así como los que adquiera conforme a derecho” artículo 35º de la ley 42 
de 1993 
21 "El Estado Social de Derecho, los principios de dignidad humana y de solidaridad social, el fin esencial de promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los derechos, deberes y principios constitucionales y el derecho 
fundamental a la igualdad de oportunidades, guían la interpretación de la Constitución económica e irradian todos los  
ámbitos de su regulación - propiedad privada, libertad de empresa, explotación de recursos, producción, distribución, 
utilización y consumo de bienes y servicios, régimen impositivo, presupuestal y de gasto públicoT-505 de 1992,  M.P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz 
10 Proceso de responsabilidad fiscal hoy en Colombia: 
Falencias estructurales para el Estado Social y Democrático de Derecho 
 
 
por sus resultados, determinando el grado de eficiencia, eficacia y economía en la 
realización de la misma que al decir de la Corte: “ El interés general que en todo momento 
debe perseguir la administración hasta el punto que su objeto y justificación estriban en su 
satisfacción y sólo se logra realizar si la administración administra los recursos del erario 
ciñéndose al principio de legalidad y a los más exigentes criterios de eficacia, eficiencia y 
economía. Igualmente el artículo 267 constitucional posibilita la reorientación del Control 
Fiscal, que además de la protección del patrimonio público, procura la exactitud de las 
operaciones y de su legalidad y se deberá ocupar del "control de resultados", que 
comprende las funciones destinadas a asegurar que los recursos económicos se utilicen 
de manera adecuada, para garantizar los fines del Estado previstos en el artículo 2o. de la 
C.N22. 
 
Es así que en la nueva perspectiva Ius publicista del Control Fiscal, éste está orientado a 
propender, para que efectivamente el Estado a través de su diversas instituciones   “ (….) 
acreciente (los) índices de gestión pública, donde, al tiempo que se depura la transparencia 
de los procedimientos y actuaciones de la Administración, se propicia y facilita el 
cumplimiento efectivo de los fines del Estado23.  Ya no un “(….)Estado meramente 
funcionalista (…); un Estado gestor, por definición más cercano a la comunidad, a la 
promoción de la prosperidad general y a la garantía de los principios, derechos y deberes 
contemplados en la Constitución24. 
 
Pero no es este el sentido del universo de los textos normativos25 que prescriben el sistema 
del Control Fiscal, pues teniendo como fundamento los artículos 267 a 274 de la 
Constitución y su principal desarrollo en la ley 42 de 1993, se encuentran limitaciones 
                                                
 
22 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-167 de 1995 Dr. FABIO MORON DIAZ. abril veinte (20) de 
mil novecientos noventa y cinco (1995) 
23 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-840 de 2001. JAIME ARAUJO RENTERIA del nueve (9) de 
agosto de dos mil uno (2001) 
24 Ibíd    
25 Denomina así Guastini a “la Constitución, las leyes, los reglamentos” GUASTINI, Riccardo. Nuevos estudios sobre la 
Interpretación.  Traducido por Miguel Carbonell. Bogotá. Universidad Externado de Colombia. Primera edición. Noviembre 
de 2010. Pg. 173. “tenemos necesidad, en fin, de concebir los textos normativos no como derecho, sino como fuentes del 




constitucionales y legales para su pleno desarrollo en el artículo 268 núm. 5º en 
concordancia con las leyes 610 de 2000 y la ley 1474 de 2011.  
 
Esta afirmación se sitúa, desde la perspectiva de una gestión fiscal, que dispone de un 
patrimonio público, que posibilita un gasto público social, el cual debe estar orientado a la 
protección de los derechos económicos y sociales, definidos por la Corte en sentencia C-
840/01, en relación con la finalidad de su servicio en el Estado Social de Derecho así:  
 
Con arreglo a la nueva Carta Política la gestión fiscal no se puede reducir a perfiles 
económico-formalistas, pues, en desarrollo de los mandatos constitucionales y 
legales el servidor público y el particular, dentro de sus respectivas esferas, deben 
obrar no solamente salvaguardando la integridad del patrimonio público, sino ante 
todo, cultivando y animando su específico proyecto de gestión y resultados. 
Proceder éste que por entero va con la naturaleza propia de las cosas públicas, por 
cuanto la efectiva realización de los planes y programas de orden socio-económico, 
a tiempo que se sustenta y fortalece sobre cifras fiscales, funge como expresión 
material de éstas y de la acción humana, por donde la adecuada preservación y 
utilización de los bienes y rentas del Estado puede salir bien librada a instancias de 
la vocación de servicio legítimamente entendida, antes que de un plano y estéril 
cumplimiento normativo, que no por obligatorio garantiza sin más la realización 
práctica de las tareas públicas.26.(subrayado fuera de texto) 
 
De suerte que aquí radica la importancia que un Control Fiscal eficaz y eficiente tiene en 
la protección del patrimonio público, pues el daño adquiere la connotación de afectación 
del gasto público, con la consecuente afectación directa de la realización de los derechos 
económicos y sociales y por tanto la materialización de la justicia social. 
                                                
 
26 Sentencia C-840 de 2001 op.cit.  p 17 
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Es desde esta perspectiva, que se debe proceder a identificar hoy, dentro del universo 
normativo del sistema del Control Fiscal, cómo se ha dispuesto éste, para responder a la 
finalidad que tiene dentro del Estado Social y Democrático de Derecho. 
En este sentido el concepto básico en el sistema del Control Fiscal, como aporte en la 
Constitución de 1991 es el de gestión fiscal, el cual constituye una ruptura definitiva con la 
vieja perspectiva numérico-legal. En el texto normativo del artículo 3º de la ley 610 de 2000 
se definió la gestión fiscal, el cual la Corte lo interpretó de la siguiente manera que acoge 
la perspectiva constitucional: 
 
(G)estión fiscal, bajo la comprensión de que ésta tiene una entidad material y jurídica 
propia que se desenvuelve mediante planes de acción, programas, actos de recaudo, 
administración, inversión, disposición y gasto, entre otros, con miras a cumplir las 
funciones constitucionales y legales que en sus respetivos ámbitos convocan la 
atención de los servidores públicos y los particulares responsables del manejo de 
fondos o bienes del Estado.27 
 
Pero establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal28, prescrita a las 
Contralorías, así como la imposición de las sanciones pecuniarias que sean del caso, 
recaudar su monto y ejercer la jurisdicción coactiva sobre los alcances deducidos de la 
                                                
 
27 Ibid. p 23 
28 Esos dos regímenes de responsabilidad deben partir de un fundamento de imputación proporcional pues, al fin de cuentas, 
de lo que se trata es de resarcir el daño causado al Estado. En el caso de la responsabilidad patrimonial, a través de la 
producción de un daño antijurídico que la persona no estaba en la obligación de soportar y que generó una condena contra 
él, y, en el caso de la responsabilidad fiscal, como consecuencia del irregular desenvolvimiento de la gestión fiscal que se 
tenía a cargo.  CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-619 DE 2002. M.P. Jaime Córdoba Triviño y  




misma, se realizan mediante procesos administrativos y se deciden hoy mediante actos de 
carácter administrativo, procesos y actos considerados ineficaces y que son el objeto de 
cuestionamiento de este trabajo por sus resultados.  
 
La Corte a través de sus diversas sentencias, ha brindado el sentido normativo29 que ha 
dado el significado a los textos normativos, perfilando las características principales del 
proceso de responsabilidad fiscal en el orden eminentemente administrativo: “En este 
orden de ideas la responsabilidad que se declara a través del proceso fiscal es 
eminentemente administrativa, dado que recae sobre la gestión y manejo de los bienes 
públicos; es de carácter subjetivo, porque busca determinar si el imputado obró con dolo o 
con culpa; es patrimonial y no sancionatoria, por cuanto su declaratoria acarrea el 
resarcimiento del daño causado por la gestión irregular; es autónoma e independiente, 
porque opera sin perjuicio de cualquier otra clase de responsabilidad; y, finalmente, en su 
trámite deben acatarse las garantías del debido proceso según voces del  artículo 29 
Superior”30. 
 
De las auditorías regulares practicadas por la Auditoria General de la República, a las 
Gestión fiscal de la Contraloría General de la República, se manifiesta en sus Informes 
Definitivos, que el recaudo por parte de la entidad, en la vigencia 2010-2014, ha sido tan 
sólo de $ 450.091 millones, discriminados en $ 396.376 millones en el trámite de las 
indagaciones preliminares y procesos de responsabilidad y $ 53.715.000 por cobro 
coactivo31. Cifras estas que concilian con el informe de gestión arriba relacionado. Para el 
año 2014- 2015 se reporta la ínfima suma de $49.652,60032 Y es aquí donde queda en 
evidencia la mayor debilidad de la Institución 
                                                
 
29 “Las normas no se conciben como enunciados, sino como significados (dejando claro que el significado de un enunciado 
es realmente un enunciado); precisamente un enunciando interpretado, o un enunciado que se sume sinónimo de aquel 
interpretado” ibídem pg 174 
30 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-840 de 2001. JAIME ARAUJO RENTERIA del nueve (9) de 
agosto de dos mil uno (2001) 
31 Ibid. Págs. 274 a 278 
32 CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. Informe de gestión 2014-2015. Bogotá D.C. Imprenta Nacional de 
Colombia. pág, 168 
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Estos resultados tienen como causas secundarias para la Auditoría General los siguientes: 
  
Lo anterior obedece a que la Contraloría no está dando cabal cumplimiento a los 
términos procesales de ley, principalmente por la inactividad y dilación procesal que 
se presenta en el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal, con lo cual 
además de contrariar los principios constitucionales evidencia serias deficiencias 
en el área misional de la entidad para cumplir con el objetivo de investigar la 
existencia o inexistencia del daño patrimonial. 
 
Se continúan presentando deficiencias en el trámite de los procesos tales como 
indebidas notificaciones, baja gestión para vincular garantes, deficiencias en la 
búsqueda de bienes y decreto de medidas cautelares33. 
 
Por lo que concluye: 
 
Al analizar la cuenta rendida por la Contraloría General de la República, para la 
vigencia 2010, se encuentran en riesgo de prescripción a nivel nacional 1017 
procesos cuya cuantía asciende a $400.439.831.963. Cifra que cobra especial 
relevancia y genera alarma, si se tiene en cuenta que la Contraloría General de la 
República tramitaba a 31 de diciembre de 2010, un total de 3562 procesos de 
responsabilidad fiscal por valor de $2.1 billones, es decir que hay riesgo de 
prescripción en el 28.55% del número de procesos y en el 19% de la cuantía total34 
 
En este mismo sentido manifestó en la vigencia siguiente: 
 
                                                
 
33 AUDITORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. Informe Definitivo de Auditoría Regular a la Contraloría General de la 
República Vigencia 2011.Bogotá DC. Imprenta Nacional de Colombia. Pág.  17 
34 AUDITORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. Informe Definitivo de Auditoría Regular a la Contraloría General de la 




Al analizar la cuenta rendida por la Contraloría General de la República, para la 
vigencia 2011, se encuentran que de los 4.062 procesos de responsabilidad fiscal 
por un presunto daño patrimonial  de  $3.332.458,3 millones, 132 por valor de 
$26.748,9 tienen reportado prescripción y caducidad ejecutoriada en la vigencia. 
Así mismo, reporta 2.658 procesos (correspondiente al 65.4% del total tramitado) 
por valor de $2.660.496 millones (es el 79.8% de la cuantía total de los procesos 
tramitados en la vigencia) en trámite con auto de apertura sin imputación o archivo 
35. 
En perspectiva del derecho comparado, lo que en Colombia es responsabilidad fiscal 
desde el ámbito Iuspublicista, éste preserva su carácter iusprivatista de responsabilidad 
civil, en Entidades Fiscalizadoras Superiores de Latinoamérica como el Tribunal de 
Superior de Cuentas de Honduras, la Contraloría General de Ecuador, Contraloría General 
de Chile, Contraloría General de Bolivia, Contraloría General de Paraguay, Tribunal de 
Cuentas de Uruguay y Contraloría General de Venezuela, es decir se considera una 
responsabilidad  de carácter personal a cargo “de los funcionarios que tienen a su cargo 
fondos o bienes del Estado serán responsables de su uso, abuso o empleo ilegal y de toda 
pérdida o deterioro de los mismos que se produzca, imputables a su culpa o negligencia”36. 
Es decir que para el Control Fiscal en Colombia, el carácter de fiscal obedece al origen del 
recurso que es público, el carácter del sujeto como gestor fiscal y a la actividad desplegada, 
es decir la gestión fiscal y la responsabilidad civil, también denominada patrimonial  supone 
la reparación económica y pecuniaria por un daño causado a una persona, lo que brinda 
una fortaleza constitucional y legal a su actividad.   
 
En relación con los principios que fundamentan la vigilancia que realizan las Contralorías, 
para el derecho del Control Fiscal, éstos, que están dispuestos en el artículo 8º de ley 42 
de 199337, son más bien propios de la gestión fiscal, y es a la luz de los mismos, que se 
                                                
 
35 Ibídem 2011 pág. 17 
36 CHILE. LEY  N° 10.336 de 1964. Fija el texto refundido de la Ley de Organización y Atribuciones de la Contraloría 
General de la República Publicada en el Diario Oficial Santiago de Chile  N° 25.886, de 10 de julio de 1964. ARTÍCULO 61º  
37 Artículo  8º.- La vigilancia de la gestión fiscal del Estado se fundamenta en la eficiencia, la economía, la eficacia, la 
equidad y la valoración de los costos ambientales, de tal manera que permita determinar en la administración, en un 
período determinado, que la asignación de recursos sea la más conveniente para maximizar sus resultados; que en 
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establecen las responsabilidades que de ellos se deriven. Evidenciándose así, que el 
derecho del Control Fiscal, carece de principios autónomos en la vigilancia de la gestión 
fiscal y en el proceso de responsabilidad fiscal. De suerte que se evidencia una 
desprotección adicional al gasto público social. Si entendemos los principios tal y como los 
define Robert Alexy, como normas que ordenan que algo sea realizado en la mayor medida 
posible, dentro de las posibilidades jurídicas y reales existentes38, pues los principios del 
Control Fiscal, deberían guardar coherencia con su finalidad constitucional.
 
Sin embargo, para Diego Younes39, al igual que para Uriel Amaya, la ley 42 de 1993, si fijó 
los principios generales del sistema de Control Fiscal y procedieron a considerarlos en sus 
textos, como los fundamentos del Control Fiscal. No obstante, se reitera que estos 
principios tal y como los tiene definidos, corresponderían más a principios propios de la 
administración pública en General, y de la gestión fiscal, en particular, vacío que al decir 
de Manuel Atienza, se constituyen en exigencias derivadas del carácter institucional del 
derecho, necesarias para garantizar el funcionamiento adecuado de la “maquinaria” 
jurídica y, con ello, hacer posible que el derecho pueda cumplir con los fines y valores 
sustantivos que pretende realizar40 
 
Otro aspecto a tener en cuenta respecto de la eficacia de la función de recuperación de 
los recursos, en lo que se denominará el derecho de responsabilidad fiscal,  es el aspecto 
relativo a las fuentes de este subsistema. 
 
Corresponde a lo dispuesto en el artículo 6º  de la ley 610 del 2000 en el cual se señala 
como fuentes materiales de la afectación al patrimonio público, los actos jurídicos o 
materiales, que produzcan un menoscabo patrimonial, o una gestión fiscal que evidencie 
ineficacia, ineficiencia, inequidad, anti-economía, en la que definitivamente se afecten los 
                                                
 
igualdad de condiciones de calidad los bienes y servicios se obtengan al menor costo; que sus resultados se logren de 
manera oportuna y guarden relación con sus objetivos y metas 
38 ALEXY, Robert. Teoría de los Derechos Fundamentales. Centro de estudios políticos y constitucionales. Tercera 
reimpresión. Madrid. 2002 pág. 86 
39 YOUNES MORENO. Derecho del Control Fiscal. Vigilancia para una gestión transparente de lo público. Quinta Edición. 
Bogotá D.C. Editorial Ibáñez. 2006. Pg. 197 
40 ATIENZA, Manuel y MANERO, Juan Ruiz “La dimensión institucional del Derecho y la justificación jurídica”, Doxa, 24, 




bienes jurídicos protegidos constitucionalmente, que corresponden al tesoro público o a la 
hacienda pública, es decir la protección especial al gasto público social. 
 
Pero el concepto de daño, sufre restricciones normativas en su interpretación de la 
siguiente manera: 
 
Para la estimación del daño debe acudirse a las reglas generales aplicables en 
materia de responsabilidad; por lo tanto, entre otros factores que han de valorarse, 
debe considerarse que aquél ha de ser cierto, especial, anormal y cuantificable con 
arreglo a su real magnitud. En el proceso de determinación del monto del daño, por 
consiguiente, ha de establecerse no sólo la dimensión de éste, sino que debe 
examinarse también si eventualmente, a pesar de la gestión fiscal irregular, la 
administración obtuvo o no algún beneficio41 
Y se considera restrictiva esta definición, porque es evidente, que se excluye de estas 
fuentes materiales del daño patrimonial, los actos de corrupción, que definitivamente 
prevenirlos, es una de las finalidades del sistema del Control Fiscal en General y del 
derecho de responsabilidad fiscal en particular y se carece de las herramientas jurídicas 
desde el Control Fiscal con la actual normatividad vigente, pues el no fenecimiento de las 
cuenta, o el pronunciamiento en la calificación de la gestión fiscal, como ineficiente e 
ineficaz, no genera efecto alguno y el daño es personal. 
 
De la misma manera, se están excluyendo las fuentes formales del derecho de 
responsabilidad fiscal, como el derecho internacional, en lo dispuesto en la Convención de 
Naciones Unidas contra la corrupción42 y la Convención Interamericana Contra la 
                                                
 
41 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia SU 620 de 1996. Magistrado(a) Ponente ANTONIO BARRERA 
CARBONELL de fecha trece (13) de noviembre de mil novecientos noventa y seis (1996) 
42“La suscripción de la Convención de Naciones Unidas – CNUCC se dio en el marco de la Conferencia de Alto Nivel para 
la firma de este instrumento que tuvo lugar de del 9 al 11 de diciembre de 2003 en la ciudad de Mérida, México. El 
Congreso expidió la Ley 970 de 2005 “Por medio de la cual se aprobó la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en Nueva York, el 31 de octubre de 2003”. 
Posteriormente la Corte Constitucional declaró su exequibilidad mediante la sentencia C- 172 de 2006 y finalmente el país 
depositó el instrumento de ratificación el 27 de octubre de 2007”. Disponible en < 
http://www.secretariatransparencia.gov.co/estrategias/Documents/documento-consolidado.pdf> 
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Corrupción,43 ratificado por Colombia en el 2007 y 1999 respectivamente, pues el concepto 
de bloque de constitucionalidad es aplicado de manera restrictiva.    
 
Es por tanto, que se hace necesario recordar, que una de las principales finalidades del 
Control Fiscal, es hacer frente a la corrupción y esta fue una de las razones, por las cuales 
en la Constitución de 1991 se suprimió el control previo que realizaba la Contraloría, pues 
siendo un control necesario a las finanzas públicas, la coadministración que realizaban sus 
funcionarios, respecto de la ejecución de los recursos se convirtió en un factor adicional de 
corrupción. 
 
Entonces desde la concepción del Estado Social de Derecho, se reviste una importancia 
fundamental a la protección al patrimonio público, y por tanto el Control Fiscal tiene una 
clara finalidad frente a la anticorrupción. 
 
Pero ¿qué se entiende por corrupción? Transparencia Internacional define la corrupción 
como: 
 
(El) abuso del poder para beneficio propio (…)  La corrupción puede ser clasificado 
como gran escala, menor y política , en función de las cantidades de dinero que se 
pierde y el sector donde se produce44. 
 
De la misma manera la clasifica en dos niveles a gran escala y en pequeña escala: 
 
                                                
 
43 “La suscripción de esta Convención se produjo por parte de Colombia el 29 de marzo de 1996, en el marco de la 
Conferencia Especializada sobre Corrupción promovida por la Organización de Estados Americanos (OEA) en Venezuela. 
Posteriormente, el Congreso expidió la ley 412 de 1997 “por medio de la cual se aprobó la Convención Interamericana 
contra la Corrupción”, la cual fue sancionada por el Gobierno Nacional el 6 de noviembre de 1997; la Corte Constitucional 
declaró su constitucionalidad mediante la Sentencia C-397 de 1998 y finalmente Colombia depositó el instrumento de 
ratificación el 19 de enero de 1999. Disponible en 
<http://www.anticorrupcion.gov.co/SiteAssets/Paginas/Publicaciones/Convenci%C3%B3n%20Interamericana.pdf> 





Corrupción a gran escala se compone de actos cometidos en un alto nivel de 
gobierno que distorsionan las políticas o el funcionamiento central del Estado , 
permitiendo a los líderes de beneficiarse a expensas del bien público . Corrupción 
a pequeña escala se refiere al abuso del poder encomendado todos los días por 
funcionarios públicos de bajo y de nivel medio en sus interacciones con los 
ciudadanos de a pie, que a menudo están tratando de acceder a los bienes o 
servicios básicos en lugares como hospitales, escuelas, departamentos de policía 
y otras agencias45 . 
 
Incluye asimismo una categoría que la denomina corrupción política la cual define la 
siguiente manera: 
 
La corrupción política es una manipulación de las políticas, las instituciones y las 
normas de procedimiento en la asignación de recursos y la financiación por los 
decisores políticos, que abusan de su posición para sostener su poder, estatus y 
riqueza  
 
Por otro lado, encontramos la definición que hace el diccionario de la real academia como  
 
En las organizaciones, especialmente en las públicas, práctica consistente en la 
utilización de las funciones y medios de aquellas en provecho, económico o de otra 
índole, de sus gestores46. 
 
Para Jakob Svensson en su artículo Ocho Cuestiones Sobre La Corrupción define 
la siguiente manera este concepto: 
 
                                                
 
45 Ibid  
46 Diccionario de la real Academia. Disponible en < http://dle.rae.es/?id=B0dY4l3> 
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Una definición común de la corrupción pública es el uso indebido de público 
para el beneficio privado. El mal uso, por supuesto, por lo general implica la 
aplicación de una norma legal. La corrupción se ha definido de esta manera 
capturaría, por ejemplo, la venta de bienes del Estado por funcionarios del 
gobierno, comisiones ilegales en la contratación pública, el soborno y la 
malversación de los fondos del gobierno.  
 
En la reunión de expertos entidades fiscalizadoras superior y la lucha contra la 
corrupción realizada el 13 y 14 de octubre el año 2005, recogiendo los esfuerzos 
para lograr alguna precisión conceptual respecto de la corrupción, de propuso la 
siguiente definición 
 
Acto corrupto es el abuso de una facultad posicional para obtener un 
beneficio extra – posicional generalmente de orden económico para el actor 
o para terceros de una intención ocultamiento de los hechos entendiendo 
por beneficio extra – posicional, aquel que no sea propio el reconocimiento 
legal a una determinada persona o la prestación de sus servicios47 
 
Al revisar estas definiciones  con atención,  relacionadas con los actos de apropiación de 
los dineros públicos de diversas maneras,  por un lado la definición de políticas para 
beneficios personales que iría en contra de la protección de los derechos económicos y 
sociales y por tanto, del interés General; la apropiación de dineros públicos para obtener 
un beneficio extra – posicional; el uso indebido de lo público para el beneficio privado, la 
destinación diferente de los bienes corresponden de acuerdo a estas definiciones en 
acciones que generan un menoscabo al patrimonio del Estado, como actos de corrupción 
que evidentemente son fuentes del daño patrimonial, los cuales no están previstos como 
tal, en el actual derecho de responsabilidad fiscal.  
                                                
 
47 MISAS, Gabriel. Las Entidades Fiscalizadoras y la lucha contra la Corrupción en Revista de Economía Colombiana. 




En su libro, FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES DEL CONTROL FISCAL, Uriel 
Amaya señaló que el cambio del control previo al control posterior que realizaban las 
Contraloría en Colombia era parte de las “estrategias para combatir la, fuera de las 
perspectivas éticas, los analistas del tema (citando a Jaime Vásquez Caro), enfatizan el 
fenómeno, destacando diversas variables, como ha de ser un problema de eficiencia 
económica, precisando que a nivel macroeconómico los actos de corruptos se agregan 
como sobrecostos a la eficiencia (como déficit fiscal o como ambos), y a nivel 
microeconómico, el acto  corrupto es producto de la presencia de relaciones intermediadas 
por agentes; inclusive, se ha llegado a afirmar que parte de la solución es la reducción del 
peso muerto constituido por las transferencias improductivas de la corrupción, al entender 
la corrupción como un subproducto de los procesos administrativos del sector público, y 
aceptarla como un riesgo inherente, que implica la adopción de estrategias para 
reducirlo”48  
 
También se ha considerado como otro factor de corrupción, la pérdida de recursos por 
ineficiencia e ineficacia, en la ejecución presupuestal. Al respecto se ha dicho que “Sobre 
la relación entre eficiencia y corrupción, se reconoce la estrecha relación existente entre 
ambos conceptos, la cual se refleja en la calidad y fortaleza de las instituciones encargadas 
de la función pública. Para el caso específico colombiano, se señala que la ineficiencia es 
una de las causas más importantes de la corrupción, lo cual está asociado con menores 
resultados y con el incremento de incentivos para generar todavía más corrupción.49     
 
                                                
 
48 AMAYA OLAYA, Uriel Alberto. Fundamentos constitucionales del Control Fiscal. Primera Edición. Bogotá. D.C. Umbral 
Ediciones, 1996. Pg. 107 
 
49 GAMARRA VERGARA, José R.  Pobreza, corrupción y participación política: una revisión para el caso colombiano Serie: 
Documento de Trabajo sobre Economía Regional. Número: 70. Cartagena. Editorial Banco de la República. Marzo 2006 
José R. Gamarra Vergara Pobreza, corrupción y participación política: una revisión para el caso colombiano Serie: 
Documento de Trabajo sobre Economía RegionalNúmero:  70 Marzo 2006 Cartagena Editorial:  Banco de la República EN 
http://www.banrep.gov.co/sites/default/files/publicaciones/archivos/DTSER-70_%28VE%29.pdf Pki8888.  disponible en 
<http://www.banrep.gov.co/sites/default/files/publicaciones/archivos/DTSER-70_%28VE%29.pdf> Pg 14.  
22 Proceso de responsabilidad fiscal hoy en Colombia: 
Falencias estructurales para el Estado Social y Democrático de Derecho 
 
 
Para 1996, fecha en que se publicó el libro de Amaya, él precisaba que el índice de 
corrupción en   “Colombia figura en el puesto 12 de los países más corruptos del mundo 
(…)  y en el menos corrupto (…) ocupa el puesto No. 42”50 
De acuerdo a la Revista Dinero, en el año 2015, entre los 26 países de las Américas 
evaluados, Colombia se encuentra en el puesto 12 de la tabla y sigue ubicándose por 
debajo del puntaje promedio de la región (40), muy por debajo de países con calificaciones 
aceptables como Canadá (83), Estados Unidos (76), Uruguay (74) y Chile (70)51. 
Y entre los años de 2012 a 2015, Colombia ha permanecido en el puesto 83 a nivel 
mundial, no obstante la entrada en vigencia de la ley 1474 de 2011, según los resultados 
que presenta en su página de Transparency International como se cita a continuación, en 
donde obtiene un puntaje de 37 sobre 100 (siendo 0 mayor percepción de corrupción y 100 










83 Colombia 37 37 36 36 
83 Benin 37 39 36 36 
83 China 37 36 40 39 
83 Liberia 37 37 38 41 
Tomado de http://www.transparency.org/cpi2015#results-table 
1.2  Perspectiva histórica 
 
Desde una perspectiva histórica, el origen del Control a la administración no es resultado 
de las revoluciones liberales ni se remonta a la Revolución francesa, pues desde el 
virreinato de la Nueva Granada, los Tribunales de Contadores de Cuentas tenían la función 
                                                
 
50 Esta Información fue tomada por el autor del diario el Tiempo edición  del 3 de junio de 1996 pg Ibídem pg 109  






de verificar los ingresos que recibía el Reino, función de revisión de la cuenta puramente 
numérica legal. Al decir de Oscar Vargas Laverde: 52  
 
“Pero fue el Rey Felipe III quien en 1605 estableció en las colonias americanas tres 
Tribunales de Contadores de Cuentas, cuyas sedes fueron la ciudad de México, la 
ciudad de los Reyes del Perú (Lima) y la ciudad de Santa Fe del Nuevo Reino de 
Granada, “para que las cuentas de los miembros de mi Real Hacienda de las 
provincias de las Indias se tomasen con la puntualidad y justificación que es 
necesario para la mejor administración, buen recaudo, cuenta y razón de la dicha 
hacienda”. En este sentido, “He mandado hacer las ordenanzas” y “proveído las 
personas que para esto me han parecido más a propósito y para el uso y ejercicio 
de sus oficios, y tomar las dichas cuentas”. 53 
 
En este sentido, esta función revisora que se realizaba desde la Nueva Granada exigía la 
presentación de las cuentas54, del cual como resultado de las mismas se podían presentar 
glosas55, a las mismas. Entendidas las glosas como solicitud de explicaciones por 
inconsistencias, que se encontraran en las mismas cuentas56 que conllevaban a que, si 
persistían las inconsistencias en las mismas, se procedía a la endilgación de cargos 57 y la 
                                                
 
52 LAVERDE VARGAS, Oscar. EL TRIBUNAL DE CUENTAS: EVOLUCIÓN, FISONOMÍA Y DERECHO COMPARADO. 
Panamá en línea http://tribunaldecuentas.gob.pa/wp-content/uploads/2012/12/Tribunal-de-Cuentas-Historia-y-Derecho-
Comparado.pdf 
53 Leyes y Ordenanzas del Tribunal de Cuentas. Ordenanzas dadas por el Rey don Felipe III en Burgos, el 24 de agosto de 
1605, y Real Cédula al Marqués de Montes Claros, de 7 de marzo de 1606. Edita el Tribunal de Cuentas de España, Madrid, 
1988, Op. Cit. Pág. 1 
54 CASA DE LA MONEDA. Cuenta general del año 1799, del ramo de temporalidades de la provincia de Antioquia] 
[manuscrito].Editorial: Medellín, 1799-1800. 
 
55 CASA DE LA MONEDA Certificado sobre el paso de un expediente acerca de las cuentas del fundidor mayor. [manuscrito 
].Editorial: Popayán, 1790 
 
56 La Real academia de la Lengua la define como Nota o reparo que se pone en las cuentas a una o varias 
partidas de ellas.en http://buscon.rae.es/drae/srv/search?id=WsJejOOJnDXX2rfBLAQv 
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sanción por parte del Rey mediante la correspondiente cédula real58. Estas funciones 
estaban a cargo de los Tribunales de cuentas que dependía del Consejo de Indias y del 
Rey.59 
 
En este sentido, la Corte de Cuentas que se ha atribuido a Francia, a partir de Napoleón, 
tuvo su origen en España y no como lo manifiesta los tratadistas del Control Fiscal en 
Colombia, y que reafirma el profesor Naranjo Galves, quien manifiesta en su escrito 
REFORMA POLITICA Y CONTROL FISCAL, quien a su vez lo retoma de Uriel Amaya 
Olaya y Diego Younes, “De hecho la Corte de Cuentas que sirvió de patrón al paradigma 
durante el siglo XIX fue la Corte de Cuentas creada por Napoleón Bonaparte en 1807”60 
 
Si bien en España se creó la Contaduría Mayor de Cuentas en 1812,  - inicios del Siglo 
XIX-  esta se caracterizó por tener  un doble papel revisor y jurisdiccional, 61 en 1828 se 
sancionó la Real cédula para el Tribunal Mayor de Cuentas, órgano colegiado, con 
                                                
 
57 CASA DE LA MONEDA. Expedientes de descargos que produjo el tesorero de la Real Casa de Moneda de Popayán, don 
Francisco Joseph de Quintana a la cuenta que fué a su cargo desde el 19 de julio hasta el 31 de diciembre de 1790 
[manuscrito]. Editorial: Popayán, 1791-1795.; CASA DE LA MONEDA [Cuaderno corriente de autos ordinarios de 
encerramiento ] [manuscrito]. Editorial: Santafé de Bogotá, 1684-1723;  
 
 
58 CASA DE LA MONEDA. Real cédula de Carlos II sobre fraude en el pago de los quintos reales. [manuscrito]. Editorial: 
Santafé de Bogotá, 1676-1677. 
 
59 CASA DE LA MONEDA. Expediente sobre las facultades que residen en el tribunal para las cuentas, que debe 
presentar el señor tesorero de está Real Casa de Moneda cada bienio. [manuscrito]. Editorial: Santafé de Bogotá, Lima, 
1766 
 
60 NARANJO GALVES, Rodrigo. REFORMA POLÍTICA Y CONTROL FISCAL. Estud. Socio-Juríd [online]. 1999, vol.1, n.1 
[cited  2016-05-26], pp.78-97. Available from: <http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0124-
05791999000100005&lng=en&nrm=iso>. ISSN 0124-0579. PG 84. 
61 En 1820 se dictó la primera reglamentación propiamente contemporánea para las Contadurías que consagró la 
institución con un doble papel. Por un lado, como órgano de revisión contable, mediante una doble función: de 
enjuiciamiento de las cuentas y cobro de los alcances a favor de la Hacienda. Por otro, como entidad de control para la 
formación de los Estados, una vez fenecidas éstas, con el fin de ser remitidas a las Cortes. Por tanto, convivían dos 
instituciones, la Contaduría Mayor de Cuentas y su Tribunal, cuyas funciones eran de un lado la revisora y de otro judicial. 




funciones administrativas y jurisdiccionales que con su ulterior desarrollo normativo, fue 
excluido para el año de 1858 del conocimiento de las causas criminales por los delitos de 
malversación, falsificación u otros cualquiera que pudieran cometer quienes manejan 
fondos públicos, siendo diferido en estos casos a los Jueces ordinarios62 
 
En la recién independizada Colombia, en 1821, el Congreso General  de Colombia, 
mediante Ley de octubre de 1821, retomando la experiencia Española  se dispuso suprimir 
los Tribunales de Cuentas y crear la Contaduría General de Hacienda63 , a quien se le 
asignó las funciones de la revisión de las cuentas de todas las cuentas de las tesorerías y 
administraciones de todos los ramos de las rentas públicas, según las reglas y métodos 
establecidos por las leyes64  así como la recuperación de los recursos, mediante la 
jurisdicción coactiva,  pero carente de funciones de la jurisdicción contencioso  
administrativa (artículo 4º), la cual fue transformada a Oficina General del Cuentas desde 
1850 hasta 1898, es decir tuvo una duración de 48 años.  Pero mediante la Ley 36 de 
1898, se creó la Corte de Cuentas, como un órgano colegiado, la cual surtió reformas al 
ampliar el número de magistrados por medio de las leyes 36 de 1898, 61 de 1905, 110 de 
1912 y 36 de 1918, Corte que tuvo una duración de 25 años. 
                                                
 
62 “Según se indica en el art. 20 del Apéndice núm.1: Ley dando nueva organización al Tribunal de Cuentas, del 
Reglamento para la ejecución de la Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas del Reino de 1851.” Citado en Óp. cit Pág. 32 
 
63 “ para organizar completamente e introducir el orden, la economía y la uniformidad en la administración de las rentas se 
necesita que todas las de la República tengan un centro común en donde se reúnan, glosen y fenezcan las cuentas de los 
diferentes administradores y tesoreros” Ley 8 de octubre de 1821 
 
64 Artículo 3º. Ley 8 de octubre de 1831 http://www.bdigital.unal.edu.co/21/34/leyes_de_1821.pdf pg 232 
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LINEA DEL TIEMPO- DESARROLLO HISTORICO DEL CONTROL FISCAL EN 
COLOMBIA
 
Sin embargo, esta estructura jurisdiccional de control específico a las cuentas por 
entidades en el incipiente Estado colombiano, en el año de 1923, bajo el gobierno de Pedro 
Nel Ospina, fue objeto un rediseño institucional importado e impuesto, en perspectiva de 
un control numérico legal a un Control presupuestal y financiero, de un modelo que, a su 
vez, estaba recién adoptado en Estados Unidos (1921). 
 
En la exposición de motivos que presenta la Misión Kemmerer, considera que se debe 
realizar un cambio de modelo de la revisión de la cuenta, suprimiendo el modelo francés y 
español del Tribunal de Cuentas y creando el modelo norteamericano de un órgano que 
disponga de una organización que posibilite “velar porque las reglas” que organicen el 
sistema financiero “sean observadas y porque toda infracción se castigue”65  
 
Al decir de Antonio Hernández Gamarra, “se pretendía sustituir y modificar radicalmente la 
concepción predomínate judicial de la Corte de Cuentas hasta entonces existente pues “no 
lleva cuentas de ningún género relacionado con las finanzas nacionales”66   
                                                
 
65MISION KEMMERER. “Exposición de motivos al proyecto de ley sobre reorganización de la contabilidad nacional y sobre 
el departamento de la Contraloría   La creación de la Contraloría Hace ochenta años .Bogotá DC Revista Economía 
Colombiana. 1995. Pág. 17 
66 HERNANDEZ GAMARRA, Antonio. “Estos primeros ochenta años de la Contraloría”  en revista Economía Colombiana. 
Bgotá DC   Num 298. 2003 pg 4 
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Resultado de la visita de dicha Misión, en cabeza de Edwin Walter Kemmerer, profesor de 
economía de la Universidad de Princeton67, y a fin  de tener una garantía financiera, de 
control no sólo sobre la inversión de los recursos de la indemnización de la venta de 
Panamá, sino del préstamo que estaba solicitando el gobierno nacional,  pero a su vez del 
desarrollo económico del país, resultado del aumento significativo de la exportaciones de 
café, “la danza de los millones”68  mediante la Ley 42 de 1923 se adoptó en Colombia el 
Departamento de la Contraloría General, departamento administrativo perteneciente a la 
Rama ejecutiva del Poder Público y quien además de prescribir los sistemas de rendición 
de cuentas, y recibir las cuentas mensuales de los funcionarios responsables del manejo 
de los recursos, sólo a solicitud de Presidente, el Departamento o los Municipios con 
autorización del Gabinete, o por proposición de las dos Cámaras, podía realizar el examen 
de cuentas a las Entidades por ellos aprobadas. Función elevada a rango constitucional 
en el primer gobierno de Alberto Lleras Camargo, mediante el Acto legislativo No. 1º del 
16 de febrero de 1945 (Artículo 93º) a la cual además de su función fiscalizadora numérico 
legal, exigir informes de gestión fiscal a los funcionarios, llevar las cuentas generales 
general del Presupuesto y del Tesoro y entregarla a la Cámara de Representantes para su 
examen y fenecimiento. Mediante la ley 20 de 1975 se le asignó adicionalmente la función 
de deducir y conocer de la responsabilidad de aquellos a quienes se les glosara la cuenta.  
                                                
 
67 MEISEL ROCA, Adolfo, 1954- Kemmerer en Colombia en Revista de Economía colombiana. Bogotá. No. 298. 2003. p. 
38-47. 
 
68 DRAKE, Paul W. Primera Misión Kemmerer: prosperidad al debe 1923-1928 / Paul W. Drake. En revista  Economía 
colombiana. Bogotá. No. 150. Oct. 1983.  p. 56-75. 
 
28 Proceso de responsabilidad fiscal hoy en Colombia: 
Falencias estructurales para el Estado Social y Democrático de Derecho 
 
 
LINEA DEL TIEMPO DEL DESARROLLO DE LA CONTRALORIA GENERAL: DE 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO A ORGANO AUTONOMO CONSTITUCIONAL
 
 
Pero frente a la crisis que presentaba el modelo del control previo, durante el gobierno de 
Virgilio Barco Vargas (1986-1990), se pretendió crear un Tribunal Colegiado, mediante el 
proyecto de acto legislativo presentado en 1988, que incluyó la creación, a nivel nacional 
de la Corte de Cuentas, aunque a nivel territorial se conservaba la figura del Contralor. Sin 
embargo, la ponencia de los congresistas comisionados, prefirió la adopción de la 
estructura colegiada para todos los niveles, incorporando los Tribunales de Cuentas 
departamentales y municipales. Tribunales Departamentales que estarían integrados por 
tres magistrados con formación profesional en ciencias jurídicas, económicas o financieras 
y que ejercerían la vigilancia fiscal; en municipios de más de una población mayor a 
300.000 habitantes, se crearían Tribunales de Cuentas Municipales, elegidos por el 
respectivo Concejo, mediante el sistema de cuociente electoral69 
 
Pero con motivo de la Asamblea Nacional Constituyente, se presentaron 121 propuestas 
que, para Álvaro Cala, advierten una preocupación generalizada para que haya 
mecanismos de control adecuados y por sobretodo, eficaces que aseguren la preservación 
                                                
 
69 MAZO GIRALDO, Hernán Alonso. Apuntes para un Teoría del Control Fiscal en Colombia. Medellín. Editorial Pontificia 
Universidad Bolivariana. Segunda edición 1997. P 37-38 
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y el correcto manejo de los recursos públicos a fin de que puedan cumplir la finalidad que 
le es esencial 70   
 
Estos proyectos, fueron básicamente sintetizados en dos, de acuerdo al informe 
presentado por la Comisión Quinta de la Asamblea Nacional Constituyente: entidad 
unipersonal, Contraloría General; entidad colegiada, Tribunal de Cuentas, que 
básicamente se diferenciaban por la composición de sus integrantes, en las que se 
coincidió en que el Control Fiscal fuera posterior, selectivo y de gestión a los resultados. 
 
Los argumentos en contra de la estructura colegiada fueron los siguientes: 
 
1. El Contralor es elegido por el Congreso en pleno, de ternas presentadas por un 
organismo ajeno a la actividad política, como es el Consejo de Estado, máximo 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
2. El proyecto ha tenido como, premisa fundamental la despolitización y la 
desclientelización de la Contraloría tan señalada por la opinión pública, propósito 
que está en concordancia con la función eminentemente técnica y profesional de la 
Contraloría. 
3. Se ha preferido el control unipersonal y no el colegiado, principalmente por las 
razones expresadas en los dos puntos anteriores que podrían implicar 
interferencias políticas y consecuentemente la clientelización al integrar el 
organismo colegiado por cociente de votación 
                                                
 
70 CALA HEDERICH, Álvaro. Informe general para primer debate en plenaria sobre las modificaciones al régimen del 
Control Fiscal. Editorial. Bogotá.  Asamblea Nacional Constituyente, 1991. P 14 
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4. Se establece para los organismos de control las facultades de jurisdicción coactiva 
y asimismo se crea una jurisdicción especializada en el conocimiento de los delitos 
contra el patrimonio público71 
 
1.3 Diseño Institucional: debates contemporáneos 
 
En perspectiva comparada, se cuenta con dos sistemas de Control Fiscal en las Entidades 
Fiscalizadoras Superiores. El tipo norteamericano, adoptado en Colombia  que 
corresponde a lo que NARANJO denomina el sistema de Contralorías, que tiene la 
estructura de una Auditoría externa72. Por otro lado, se encuentra el Sistema de Cortes o 
Tribunales73, los cuales tiene naturaleza jurisdiccional, y ésta es realmente la gran 
diferencia entre los dos modelos.  
 
 
                                                
 
71 Ibid. p 14 
72 el modelo norteamericano tiene en la Contraloría General de los Estados Unidos, creada mediante ley en 1921, servir al 
Congreso Norteamericano, en el control que hace al Poder Ejecutivo pues tiene dentro de sus funciones “asistirlo en sus 
funciones constitucionales, teniendo plena autoridad para investigar todo lo relacionado con los ingresos, gastos y la 
aplicación de los fondos públicos, haciendo recomendaciones para mejorar la economía y la eficiencia del gasto público72”. 
Estas funciones las adelanta esencialmente a través de auditorías, o investigaciones asignadas por el Congreso, ante 
quien tiene que presentar y sustentar sus informes finales. A diferencia de los Tribunales de Cuentas, es de carácter 
unipersonal su dirección, pues está a cargo de un Contralor General elegido por el Presidente, con la confirmación del 
Senado por un periodo de 15 años. 
73 Sin embargo la estructura de los mismos corresponde a lo que Jean Raynaud ha manifEstado respecto a que los Tribunal 
de Cuentas y en particular el francés, varía de acuerdo al equilibrio de poderes dominante, pues que en sus orígenes estuvo 
al servicio del rey o del emperador, su función ha variado de acuerdo al equilibrio de poderes en el sistema constitucional, 
variaciones que se evidenciaron entre la Tercera, la Cuarta y la Quinta República. Este es descrito así: En régimen 
parlamentario, la preocupación esencial de las asambleas, es el control político que deben ejercer sobre el gobierno. Si bien 
este control es tan riguroso que hace inclinar la balanza del equilibrio de los poderes a favor del Parlamento, como sucedió 
durante la cuarta República, el tribunal es ampliamente consultado a fin de controlar mejor las cuentas del Estado. 
 
En cambio, cuando el equilibrio de los poderes se inclina a favor del poder ejecutivo, y las capacidades del control político 
del gobierno por el Parlamento son limitadas, como ocurrió a principios de la quinta República, las relaciones del Parlamento 
con el Tribunal se reducen. Estas relaciones aumentan cuando el Parlamento afirma su poder de control. Entonces el tribunal 
se convierte en un auxiliar muy útil del Parlamento. Esto tiende a ampliar las atribuciones de la jurisdicción, a fin de 
aprovechar los resultados de sus investigaciones” RAYNAUD, Jean. El Tribunal de cuentas  traducción de Oscar Barahona 
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¿Cuáles son sus diferencias y similitudes? En esencia tres: el carácter del control fiscal, 
los efectos de las decisiones de la EFS y el número de directivos al frente de la entidad. 
Pero esta estructura organizacional tiene una diferencia en la eficacia de sus decisiones: 
las decisiones del Tribunal hacen tránsito a cosa juzgada y puede incluir decisiones 
disciplinarias y/o penales (España) o sancionatorias (Francia), mientras que las decisiones 
de las Contralorías tienen carácter administrativo, de manera restrictiva al ámbito 
pecuniario - resarcitorio y por tanto tienen control jurisdiccional. 
 
La controversia en relación con el diseño institucional de la responsabilidad fiscal en 
Colombia, compartida con las actividades de Control Fiscal, en las Contralorías, es un tema 
que ha sido cuestionado, porque son evidentes los resultados que presentan en cuanto a 
la recuperación efectiva del daño causado al patrimonio del Estado. 
 
Desde la perspectiva de la Academia, el profesor NARANJO GALVEZ, investigador de la 
Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario, considera que el cambio 
incorporado en la Constitución de 1991, del Control Fiscal en clave de control de gestión y 
resultado con base en los principios básicos que señala la ley 42 de 1993 en su artículo 8º 
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74, es decir, eficiencia, eficacia, economía, equidad y valoración de costos ambientales, 
está directamente relacionada  
 
Con la consagración formal del principio del Estado Social y Democrático de 
Derecho, modificación que no obstante su escasa realización, impone al Estado un 
compromiso de eficacia en su labor, especialmente en los aspectos más “sociales” 
de la misma. Puede decirse que la auditoría pública de gestión y resultados es la 
auditoría para la realización del Estado Social75. 
 
En ésta misma línea de análisis, continúa el profesor Naranjo, analizando que la 
organización misma del nuevo enfoque del Control Fiscal de la Constitución del 91, 
contiene funciones del Control Fiscal numérico legal, pero sobretodo, resalta que en lo que 
corresponde a la fijación de las responsabilidades fiscales, el considera que:  
 
Esta situación genera un “híbrido” difícil de manejar pues, en nuestro criterio, la 
naturaleza de un control de gestión y resultados que en buena medida es un 
instrumento gerencial, no es compatible con funciones propias de un control 
vinculado al proceso de revisión de cuentas. De ésta forma, cabe preguntarse cuál 
es el sentido de mantener una función que no corresponde a la lógica y naturaleza 
actuales de las Contralorías. (….) La presencia y conservación de estas viejas 
funciones en una institucion cuya tarea, al menos en el papel, cambio 
                                                
 
74 Artículo  8º.- La vigilancia de la gestión fiscal del Estado se fundamenta en la eficiencia, la economía, la eficacia, la 
equidad y la valoración de los costos ambientales, de tal manera que permita determinar en la administración, en un 
período determinado, que la asignación de recursos sea la más conveniente para maximizar sus resultados; que en 
igualdad de condiciones de calidad los bienes y servicios se obtengan al menor costo; que sus resultados se logren de 
manera oportuna y guarden relación con sus objetivos y metas 
 





sustancialmente, podría explicar por qué las Contralorías no aún han producido los 
resultados que de ellas se esperaban.76 
 
Por tanto él considera, que el esquema constitucional y legal previsto para el proceso de 
responsabilidad fiscal, lleva, a que siendo actos administrativos  las decisiones por medio 
de las cuales se profiere fallo en los procesos de responsabilidad fiscal, éstos son 
controvertibles en la jurisdicción contencioso administrativa, lo que para él, en una análisis 
preliminarmente de términos, conlleva que frente a 3 años de acción de las Contralorías, 
hay 5 años en que en promedio decide la jurisdicción contenciosa administrativo, con el 
posterior término para que se adelante el recaudo de los recursos, mediante el proceso de 
jurisdicción  coactiva.  
 
Advierte entonces el profesor NARANJO y quiero resaltar ésta afirmación: 
 
Obsérvese una cosa: esta situación es estructural y no coyuntural; aun así, las 
Contralorías fueran supremamente eficaces en el cumplimiento de esta labor, de 
todos modos el esquema constitucional y legal lleva necesariamente a que sus 
actos deban tener un control posterior. En otras palabras, la forma en que está 
organizada la institución de la responsabilidad hace casi inevitable una duplicidad 
de procesos a saber: la actuación administrativa adelantada por las Contraloría y 
el proceso ante la jurisdicción Contencioso Administrativa77 
 
Respalda su crítica, afirmando, que si bien los procesos de responsabilidad fiscal son 
consecuencia del Control Fiscal, están concebidos como un juicio de cuentas, que para él, 
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es sólo el resultado de la tradición que tuvo inicio en 1923 en el curso de la cual, a partir 
de 1958 existe el llamado “juicios fiscal de cuentas”78 y por otro lado, tanto las mismas 
entidades de Control Fiscal en sus informes de gestión, como los resultados, que se 
evidencian desde la Auditoría General de la República, dejan en evidencia la poca 
efectividad de ésta labor.  
 
Su conclusión no puede ser diferente: 
 
 Por consiguiente, es válido plantear la necesidad de un esquema en el cual la 
intervención de las Contralorías en la fijación de responsabilidades derivadas de la 
gestión fiscal, o bien se suprima, quedando por completo en manos del poder 
judicial, o se limite al papel iniciador de la acción respectiva ante la rama judicial; 
con facultad de llevar a cabo o promover un cobro persuasivo previo al proceso79 
 
Desde otra perspectiva, se cuestiona el carácter administrativo de la declaratoria de 
responsabilidad fiscal desde el legislativo. El problema, fue desarrollado en su tesis de 
Maestría80, por parte de Lidia Yolanda Santafé Alfonso, quien tituló su Trabajo Final “La 
responsabilidad fiscal ¿función administrativa o jurisdiccional?”, quien tomó como 
fundamento para su análisis, el  artículo 116 de la Constitución Política Nacional de 
Colombia,  a partir del cual concluye, que la decisión del carácter del fallo con 
responsabilidad no está a cargo del constituyente, sino del legislador, pues fue éste, quien, 
en su desarrollo legal, otorgó a la responsabilidad fiscal en Colombia un carácter 
administrativo, contrariando la naturaleza de las funciones previstas en la Constitución, por 
cuanto la declaratoria de responsabilidad, por su naturaleza, correspondería a una función 
jurisdiccional. Concluye Lidia Yolanda en que: 
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El legislador al regular y otorgar naturaleza de función administrativa a la 
declaratoria de responsabilidad fiscal ha desnaturalizado el objeto y la razón de ser 
de esa función, a punto que la declaratoria de responsabilidad fiscal no implica el 
ejercicio de una función administrativa, sino de una función jurisdiccional y que esa 
declaratoria de responsabilidad fiscal debe ser ejercida de acuerdo con el marco 
constitucional por el propio órgano de Control Fiscal, pero en ejercicio de una 
función jurisdiccional, lo cual es factible con fundamento en la aplicación del artículo 
116 Constitucional 81 
 
Con relación a éste tema, el Profesor E. Ariel Corredor en su libro  “Control Fiscal en 
Colombia: Apuntes desde el derecho comparado y el proceso de responsabilidad fiscal” en 
el año 2009, manifestó sus críticas al sistema general del Control Fiscal, desde un punto 
de vista interno 82, contemplándolo de manera crítica a partir de los principios de eficacia, 
equidad, costos ambientales. El considera, que las soluciones al mismo, no estaban en los 
proyectos de ley que fueron presentados entre el 2004 al 2009 sino:  
 
(…) en la politización de Control Fiscal. Politización que tiene su origen, entre otras 
razones, en la duración de los periodos de elecciones de los contralores que al ser 
tan breves (cuatro años) resultan siendo botín fácil del Congreso y las 
corporaciones administrativas de elección pública. Lo cual además tiene como 
corolario el que como las ejecuciones presupuestales dependen de los Ministerios, 
Planeación, Secretaria de Hacienda, todos ellos organismos del poder 
administrador que debería ser fiscalizado por las Contralorías, hay un implícito 
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mecanismo de presión para direccionar la actividad fiscalizadora hacia donde se 
desee.”83 
 
En cuanto a la eficacia del Control Fiscal, RODRIGO NARANJO GALVES en su libro 
“Eficacia del Control Fiscal en Colombia Derecho Comparado, Historia, 
Macroorganizaciones e Instituciones”, manifiesta que los continuos cambios en la 
estructura de la institución, son resultado de la insatisfacción por el funcionamiento del 
Control Fiscal y manifiesta:  
 
Se esperaba mucho más de las Contralorías, luego de la auspiciosa reforma 
constitucional de 1991- como en general se esperaba de las reformas consagradas 
en la nueva Carta Política.—y los resultados  no han correspondido a las 
expectativas. De hecho. La última reforma de la Contraloría General de la República 
( contenida en los Decretos Leyes 267 y 271 de 2000) estuvo expresamente 
motivada en un diagnóstico elaborado por ella misma según el cual esta institución 
no ha Estado a la altura de las áreas que le asignó la nueva Constitución84.  
 
Respecto del análisis que realiza desde el punto de vista del derecho Comparado, el 
desarrollo histórico del Control Fiscal en Colombia, desde la época de la Colonia hasta 
nuestros días y su interrelación con la macro-estructura del Estado, las relaciones 
inorgánicas con las demás instituciones de control e internamente en su propia estructura: 
 
La tesis que  en general se sostiene es que el control de gestión y resultados no 
tiene los efectos que de él se esperaban, pues el diseño institucional en el cual 
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actúan las Contralorías- en especial la Contraloría General de la República- hace 
que la evaluación de la gestión y los resultados de la administración pública no esté 
llamada a tener impacto. En tal sentido se explica por qué, ni en el nivel macro de 
la organización estatal (donde se definen las políticas públicas), ni en los niveles 
medio (dependencias u organizaciones individuales), y micro (individuos), existen 
condiciones para que una evaluación de éste tipo produzca los resultados que de 
ellas se espera.” 85 
 
Concluye su estudio diciendo: 
 
Las reglas formales que rigen el juego macroorganizacional en el Estado colombiano 
y sus sistemas de rendición y petición de cuentas incentivan un esquema de baja 
responsabilidad y, por tanto, de baja eficacia estatal. A las reglas formales, se suma 
la inexistencia de partidos organizados y las reglas sobre clientelismo, que determina 
otras informales cuyo efecto es similar. 
 
Los defectos del diseño institucional que conspira contra la eficacia del Control Fiscal 
(como control sobre el uso de los recursos públicos), hacen relación, en unos casos 
a las condiciones de posibilidad de dicho control y en otros, a la efectividad de la 
acción de quienes vigilan. Entre las primeras se encuentran la insuficiencia de las 
garantías de independencia, y los débiles controles internos. Entre las segundas, 
está la falta de condiciones para la actividad de la responsabilización por los 
resultados y la multiplicidad de sistemas de competencias de evaluación inconexos, 
el rechazo al control del segundo niveo (sic) y la falta de claridad sobre el mismo y, 
finalmente, la falta de relación entre Plan de Desarrollo y asignación presupuestal.  
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El hecho de que la efectividad de la responsabilización por resultados esté limitada 
por circunstancias de orden político – el clientelismo, la desorganización y 
atomización de los partidos políticos y la interrelación entre Ejecutivo y Congreso- 
muestra que mientras esas circunstancias no se superen, la efectividad del Control 
Fiscal tendrá un límite o “techo” muy claro que no puede superarse con simples 
reformas al funcionamiento de los órganos de Control Fiscal”86 
 
Corolario de su investigación, al parecer realizada hace más de una década, entre los  años 
2000 a 2003, de conformidad a las citas que de las reformas legales y estructurales de la 
Contraloría señala, propone:  
 
En todo caso, y sin perjuicio de  lo anterior, hay modificaciones normativas que bien 
podrían contribuir a mejorar la efectividad del control, entre ellas: 
 
 Incrementar la independencia presupuestal de las Contralorías 
 Aumentar el periodo de los contralores 
 Simplificar el Sistema nacional de Control Interno, entregándole a la 
Contraloría la facultad de regularlo 
 Darle mayor independencia, y también mayor responsabilidad, a los jefes de 
control interno 
 Racionalizar las competencias de evaluación en especial las de los 
principales órganos de control  (Contraloría y Procuraduría) y del 
Departamento Nacional de Planeación ( por ejemplo obligándolos a compartir 
información y metodologías) 
                                                
 




 Dar claridad al Control Fiscal de segundo nivel, en cuanto al alcance de las 
competencias de la Auditoría General de la República y su independencia, 
de acuerdo con los criterios contenidos en las sentencias C-99 de 1998, C-
1339 de 2000 y C-803 de 2003 
 Profundizar la reforma al sistema de partidos, iniciada con el Acto legislativo 
02 de 2003. 
 Establecer un sistema de estímulos para la alta gerencia pública atado a la 
evaluación del desempeño como parte de una política de eficiencia. 
 Darle efectividad a la carrera administrativa y al ente encargado de 
administrarla: La Comisión Nacional del Servicio Civil 
 Simplificar los mecanismos de participación ciudadana, en especial la 
revocatoria del mandato y establecer la reelección de alcaldes y 
gobernadores.”87 
 
En esta misma perspectiva crítica, a la actual estructura constitucional de control se 
pronuncia GUILLERMO AUGUSTO RODRIGUEZ R. y ALVARO BOTERO MEJIA quienes 
en su obra titulada “Proceso de Responsabilidad Fiscal. Comentarios críticos” evidencian 
en su texto, con el trabajo de campo realizado, que el origen del problema es de orden 
Constitucional y legal.  Constitucional, por cuanto se debe trazar una línea divisoria entre 
ente acusador y juzgador, y legalmente, pues se presenta una mixtura procesal inquisitiva 
y dispositiva, a cargo de los funcionarios de las Contralorías: 
 
Por su naturaleza el proceso de responsabilidad fiscal es de carácter inquisitivo, pues es 
al Estado _CGR_ al que le corresponde adelantar y fallar las investigaciones, buscando 
los medios de prueba que le permiten demostrar la culpabilidad del imputado. De igual 
forma los operadores fiscales deben agotar las etapas del proceso en forma consecutiva 
sin que medie impulso procesal de parte. Las actuaciones de los operadores fiscales se 
sujetan a la preceptiva del CCA, CPP y del CPC configurándose una mixtura entre 
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procedimiento inquisitivo y dispositivo, y a la vez un símil de estructura judicial, con 
aplicación de principios y procedimientos, mediante el cual el Estado tiene la obligación de 
dar protección a los bienes jurídicos tutelados por el ordenamiento constitucional y legal  
 
Esta mixtura de impulso procesal, tanto inquisitivo como dispositivo, es probablemente la 
consecuencia de los vacíos e imprecisiones que presenta la actual normatividad que 
orienta el proceso de responsabilidad fiscal, originando controversias jurídicas 
innecesarias con lo sujetos de control y sujetos declarados responsables y aún entre los 
mismos funcionarios, que carecen de unificación de criterio jurídico, por falta de una 
relatoría al interior del órgano de control. Estas fútiles controversias ocasionan demoras 
injustificadas en las investigaciones, que finalmente pueden terminar en caducidades y 
prescripciones 88 
  
Finalmente señalar la inminente necesidad de una reestructuración de fondo a los 
organismos de Control Fiscal; lo cual amerita una reforma constitucional, mediante un acto 
legislativo, que permita trazar una línea divisoria entre el ente acusador y el juzgador, y la 
adopción en los procedimientos de la Audiencia pública”89 
 
Pero este debate en relación con la pertinencia o no de la facultad de adelantar procesos 
de responsabilidad, ya sea de carácter fiscal, como en el caso de Colombia o de carácter 
civil como en las entidades fiscalizadoras arriba relacionadas, no es nuevo Nos dice Uriel 
Amaya, que se venían presentando en diferentes foros académicos algunas propuestas 
tendientes a suprimir esta facultad, de las Contralorías: 
 
Con el argumento esencial de que esa no es una función acorde con las nuevas 
tendencias del Control Fiscal, y que la misma la debida adscribirse como función 
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judicial a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través de los jueces 
creados en el estatuto de la administración de la justicia90 
 
Al respecto manifiesta Amaya, que no comparte esta tesis, pues considera que la 
responsabilidad fiscal tiene el carácter de sanción fiscal resarcitoria y por tanto su sentido 
no es esencialmente procesal toda vez que la actuación del agente estatal es pública y no 
contractualista, “como portador de una potestad enmarcada por la naturaleza política y 
organizativa del Estado y de las relaciones entre los gobernantes y gobernados, bajo los 
enunciados valorativos de la administración y la función pública”91 
 
Considera Amaya, que, con la Constitución del 91, se independizó la responsabilidad fiscal 
de la responsabilidad civil o patrimonial, para adquirir naturaleza jurídica propia, de tal 
suerte que las particularidades de la responsabilidad fiscal “adquieren su identidad jurídica, 
orgánica y funcional con el Control Fiscal y las Contralorías, motivo por el cual debe 
mantenerse en esa órbita de competencias y no a nivel judicial que descaracterizaría su 
particular esencia dentro del Estado”92  . 
 
Su tesis consiste en afirmar que la responsabilidad fiscal debe continuar siendo 
competencia de las Contralorías porque, además, de que para él su connotación coincida 
con lo que él denomina la nueva filosofía del control y la gestión fiscal, impone sanciones 
y acciones reparadoras93 
 
Su rechazo a la acción judicial es porque la responsabilidad fiscal es exclusivamente 
reparadora “en donde el infractor se coloque en la posición de parte procesal, cuando la 
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consecuencia obvia de ese mal actuar es el efecto reactivo de un órgano de control 
independiente, cuya misión se orienta exclusivamente a determinar la rentabilidad pública 
de la gestión, y, cuando ello se requiera, a establecer las responsabilidades a que haya 
lugar, y a obtener el efectivo resarcimiento por los daños causados al Estado”94  
 
Frente al proyecto de Acto Legislativo 6 de 1996, el cual pretendía suprimir las Contralorías 
y crear la Corte de Cuentas, con el argumento que las Contralorías no han ejercido con 
eficiencia su esencial misión de controlar el manejo de los recursos del Estado 95, Amaya 
se manifiesta señalando en su texto, que el problema de fondo no se soluciona cambiando 
la naturaleza jurídica de las agencias institucionales, porque no es en este ámbito donde 
se resuelven los dilemas estructurales del país, en todas sus vertientes96. 
 
Adicionalmente, Amaya considera que ni la Corte ni los Tribunales de Cuentas, tienen 
arraigo en la estructura del país, porque para él, es un modelo excluyente y ajeno a nuestro 
sistema jurídico, en el que “hay que determinar la rentabilidad pública y el rendimiento 
social del Estado, en un conjunto organizacional corporativo, como la Corte de Cuentas, 
cooptado y con tendencia judicial” sustentando esta afirmación en lo señalado por la misión 
Kemmerer en 1923,97  en el que el principal argumento es la demora  en la revisión de la 
cuenta98, concluyendo que el país, ya evaluó la experiencia de la Corte de Cuentas. 
 
También la Auditoría General de la República, en el año 2001, presentó ante el Congreso 
de la República, un proyecto de reforma constitucional en el que como resultado de la labor 
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auditora que ellos realizan a las entidades de Control Fiscal de Colombia, considera que 
esta labor de pasar a la Rama Judicial la cual tenía la siguiente exposición de motivos:  
 
“Judicialización de los procesos de responsabilidad fiscal(….) En este orden de 
ideas, el Control Fiscal debe circunscribirse a la evaluación de la gestión de las 
entidades del Estado y sus resultados. En consecuencia, la Contraloría no debe 
adelantar juicios de responsabilidad fiscal, acción que debe ser competencia de la 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa, ni tramitar procesos de jurisdicción 
coactiva, salvo créditos a favor del presupuesto. (….) debe señalarse de paso que 
hoy en día los actos administrativos en firme, que imponen una sanción por 
responsabilidad fiscal, tienen control posterior ante la jurisdicción contenciosa 
administrativa, de suerte que el Estado se desgasta doblemente en esta materia. 
Esa duplicidad de procesos implica naturalmente un desgaste para el Estado “99 
 
Finalmente el pasado 11 de agosto de 2016, fue radicado el proyecto de Acto Legislativo 
número 093 de 2016 Cámara, por medio del cual se modifican los artículos 119, 141, 156, 
174, 235, 267, 268, 271, 272 y 273 de la Constitución Política de Colombia y se dictan 
otras disposiciones el cual tiene como objetivo la creación del  Tribunal de Cuentas tiene 
a su cargo la vigilancia de la gestión fiscal y el control de resultado de la administración el 
cual se sustentación en que “ este proyecto de Acto Legislativo otorga al Tribunal de 
Cuentas una competencia jurisdiccional, de forma tal que se constituye como un eslabón 
medular en la Rama Judicial en relación a la posibilidad de controlar efectivamente el gasto 
público de la Administración. En ese orden de ideas, al contar con un Tribunal de Cuentas, 
especialista en asuntos fiscales, se garantiza la imparcialidad técnica y el ponderado 
juzgamiento del ejercicio del gasto público gubernamental100. 
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Este proyecto considera que “con la creación de Contraloría General se legalizó el primer 
error del diseño pues se sustituyó una Corte de Cuentas, con función jurisdiccional 
especializada, que se erigía corno Corte de Cierre respecto a los asuntos Fiscales, por un 
órgano cuyos Actos Administrativos tenían la vocación de ser recurrida ante el Consejo de 
Estado, que, a saber, no es experto en régimen de cuentas o fiscales y cuyos fallos se 
basan en la aplicación de los principios y reglas del derecho administrativo. En ese orden 
de ideas, la construcción de este híbrido permitía de entrada una flexibilización innecesaria 
del Control Fiscal al someter las decisiones del nuevo organismo, en última instancia, al 
visto bueno del Consejo de Estado. (…) Este Proyecto de Acto Legislativo aboga por una 
reforma institucional de fondo que permita el renacimiento de un organismo que jamás tuvo 
la vocación de extinguirse: el Tribunal de Cuentas”  
 
Para concluir, es indudable que el problema no es novedoso, pues la investigación 
documental realizada lo evidencia, así como el estado actual de los debates existentes 
respecto al modelo actual de recuperación de recursos a cargo de las Contralorías. Pero 
para encontrar un horizonte de solución, consistente con la trascendencia del problema, 
es necesario profundizar teóricamente desde la concepción misma del Estado Social y 






Capítulo 2: Marco Teórico 
2.1 La Teoría del nuevo Control Fiscal en el Estado 
Democrático y Social de Derecho. 
 
El debate teórico planteado, en éste escrito, sobre el derecho de responsabilidad fiscal, es 
decir de la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, parte como lo dice Mazo 
Giraldo y Uriel Amaya, de la nueva concepción del Control Fiscal en el Estado Social de 
Derecho, definido en el artículo 1o  de la Constitución Política  Nacional, pues de acuerdo 
al artículo 2º, las autoridades están para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales 
del Estado y de los particulares101, en el que se “tienen propósitos muchos más ambiciosos 
que los de perseguir el daño patrimonial,” pues en la perspectiva de los fines sociales que 
debe perseguir el Estado Colombiano, se debe determinar si los recursos públicos se 
utilizan atendiendo a este mandato constitucional102  
 
En este sentido, Mazo Giraldo considera, que el Control Fiscal debe ir, más allá de verificar, 
que no se haya realizado desvío de los recursos públicos hacia los patrimonios individuales 
o si hubo o no malgasto de los mismos, pues es necesario que éste permita constatar que 
se haya realizado una distribución equitativa de los recursos públicos entre regiones y entre 
grupos sociales. Por tanto, este principio está ligado a la política:  
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Si las decisiones sobre cómo se distribuyen los recursos del Estado y sobre qué 
sectores deben destinarse mayores esfuerzos fiscales, son decisiones políticas; y 
si las autoridades de Control Fiscal deben valorar estas decisiones y, partiendo de 
ellas, evaluar la gestión y los resultados, fuerza es concluir que el nuevo concepto 
Control Fiscal involucra un componente de política, que no puede confundirse con 
la política partidista.103    
 
De acuerdo con esta nueva concepción teórica del Control Fiscal, para Mazo Giraldo el 
proceso de responsabilidad fiscal pasa a un segundo plano respecto de lo que él 
denomina, el propósito modernizador, lo que para él no implica, renunciar a su vocación 
moralizadora y la importancia como mecanismo resarcitorio de un daño patrimonial sufrido 
por el Estado: 
 
Si atendemos el mandato constitucional, este proceso deberá surgir como 
consecuencia de una gestión fiscal que desborda los límites señalados en sus 
principios rectores y consecuencialmente, ocasionan un daño patrimonial al 
Estado; pero no podemos seguir asumiendo el proceso de responsabilidad fiscal 
como lo expresión máxima de nuestro quehacer, ni mucho menos como si se 
tratara del Control Fiscal por antonomasia. Entender así el propósito de este 
mecanismo nos conduce, las más de las veces, a victorias pírricas en las cuales se 
pone a funcionar todo el engranaje de las Contralorías detrás de un daño 
patrimonial por actos que no son el producto de la gestión fiscal y cuya cuantía es 
risible, y a dejar de lado el aspecto macro de la vigilancia fiscal104.       
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Mazo Giraldo considera entonces en su propuesta teórica, que, al ver el resultado de las 
Contralorías, por los resultados del proceso de responsabilidad fiscal, terminan éstas 
calificándose de ineficientes e ineficaces. 
 
Por su parte para Uriel Amaya, el Control Fiscal numérico - legal que realiza la Contraloría, 
es para un esquema de un Estado de Derecho, pero para desarrollar el nuevo postulado 
del Estado Social de Derecho, se necesita un control con mayor énfasis en la gestión y 
resultados105, en el entendido del Estado Social y democrático de Derecho  
 
Las bases presentes del Estado Social y democrático de Derecho son: un concepto 
positivo de libertad (entendida ésta como un real poder hacer del sujeto, y no como 
un mero impedir por parte del Estado): un concepto más sustancial de igualdad (en 
el sentido de patrocinar una mayor y efectiva igualdad de los habitantes, en 
particular en cuanto igualdad de oportunidades);   una visión democrática 
participativa, y no sólo democrática representativa, del sistema político; la 
dignificación del trabajo y de los trabajadores; función social de la propiedad; la 
solidaridad como deber jurídico; justicia social; y cierto papel activo del Estado para 
promover, y llegado el caso, asumir, tales objetivos106 
 
En primer lugar para Amaya, el concepto de la gestión fiscal se deriva del concepto integral 
de Estado Social de Derecho, que trazó la Constitución de 1991, para concebir una gestión 
pública orientada a los resultados, basada en el fortalecimiento de dos aspectos 
esenciales: la gestión integral con participación ciudadana y la capacidad institucional de 
los organismos y entidades gubernamentales. Una gestión pública que como un proceso, 
articule estratégicamente las acciones de la entidad a su misión y objetivos, de acuerdo a 
las prioridades del plan de desarrollo a fin de garantizar que coincidan las decisiones de la 
                                                
 
105 Amaya Op. Cit. P 113 
106 SAGÜES, Néstor Pedro. Los principios específicos del Derecho Constitucional. Bogotá D.C. Universidad  Externado 
Instituto de Estudios Constitucionales Carlos Restrepo Piedrahita p 40 citado en Amaya. Op. cit. p 113 
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planeación, a su ejecución presupuestal. Acciones de gestión fiscal, orientadas a la 
satisfacción de las necesidades de la población sujetas a los principios de planeación y 
evaluación, entendida esta última dentro de su esencia finalista, en el contexto social del 
Estado. Es así que en su definición de gestión fiscal retoma lo dicho por la Corte en 
sentencia C-167 de 1995 M.P. Fabio Morón Díaz: 
 
La legitimidad de la gestión fiscal de la administración se sustenta por lo expuesto 
en el principio de legalidad -trasunto de la soberanía popular-, al cual se adiciona 
en el momento presente, la eficacia, eficiencia y economía. El interés general que 
en todo momento debe perseguir la administración hasta el punto que su objeto y 
justificación estriban en su satisfacción y sólo se logra realizar, si la administración, 
administra los recursos del erario ciñéndose al principio de legalidad y a los más 
exigentes criterios de eficacia, eficiencia y economía. Igualmente el artículo 267 
Constitucional, posibilita la reorientación del Control Fiscal, que además de la 
protección del patrimonio público, procura la exactitud de las operaciones y de su 
legalidad y se deberá ocupar del "control de resultados" que comprende las 
funciones destinadas a asegurar que los recursos económicos se utilicen de 
manera adecuada, para garantizar los fines del Estado previstos en el artículo 2o. 
de la C.N107 
 
Es así que para Amaya, en el nuevo Control Fiscal, se agregan nuevas valoraciones 
referidas al cumplimiento material de los fines del Estado Social y la eficiencia en la gestión 
administrativa “Allí justamente reposa el nuevo ámbito del Control Fiscal, y su dinámico 
papel público, en el plano de los derechos sociales, económicos y colectivos en general y 
ya no simplemente en el terreno de la corrección legal del gasto”108 De suerte que su 
acción, se limita a la vigilancia de los recursos del Estado y por el principio de universalidad 
                                                
 
107 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C- 167 de 1995 M.P. Fabio Morón Diaz. Bogotá. D.C. citado 
en Amaya op cit. p 117 




del control, se extiende a todos los actos de gestión que se produzcan sobre los fondos o 
bienes públicos 109. 
 
Amaya define el Control Fiscal, como lo delimita la Carta Constitucional, una función 
pública de carácter administrativo, y como tal impersonal, limitativo o restrictivo en sus 
competencias, reglado, ético y responsable.  
 
El Control Fiscal diseñado en el Estado Social de Derecho, debe para Amaya privilegiar, 
no sólo factores de orden técnico, sino también socio-económicos y políticos, que tienden 
a virtualizar sus fines, y cita a Pedro Agustín Díaz quien dice:  
 
Es necesario hacer la distinción entre principios del ejercicio fiscal y los principios 
de la función social.  Los principios obedecen a todas aquellas ficciones del 
mercado en donde las cifras, la inflación, la tasa de cambio, los aranceles, etc, no 
dan cabida a las realidades de desempleo, desnutrición, desigualdad y todas las 
desdichas de la realidad Colombia. Pero en concordancia con la categorización del 
Estado colombiano como un Estado de derecho, Social y Democrático, los 
principios que inspiran la fiscalización tales como eficacia, economía, equidad y 
valoración de los costos ambientales, deben tener como objetivo ya no la simple 
lejana constatación de normas sino la eficiencia del gasto público para liberar a la 
sociedad de yugo del hambre, la enfermedad y la ignorancia. La inversión del gasto 
público debe tender a cumplir con la profusa y variada carta de derechos y 
garantías. A la fiscalización le corresponde examinar los resultados obtenidos por 
quienes ejercen la administración del patrimonio social. Es este el sentido indicado 
por la nueva Constitución Política110. 
                                                
 
109 Ibid. p119 
110 DIAZ ARENAS, Pedro Agustín. Constitución Política Colombiana: proceso, estructuras y contexto. P. 489 citado en 
Amaya op. Cit. p 125. 
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Dentro del concepto del Estado Social de Derecho, el papel de las Contralorías es de 
desarrollo social en el contexto del Estado, por cuanto para Amaya, el nuevo esquema 
económico y político, moldea la orientación de las instituciones estatales, a que éstas 
deben ser eficaces en su gestión pública, es decir una estructura administrativa eficaz y 
eficiente para el logro de sus objetivos. Por ello, considera que los principios del Control 
Fiscal y los nuevos sistemas de control responden a esta conceptualización. 
 
Finalmente plantea Amaya, que parte del debate teórico del nuevo Control Fiscal es en 
relación con la supresión de la facultad  que tienen las Contralorías de determinar la 
responsabilidad fiscal y ejercer la jurisdicción coactiva “ con el argumento de que esa 
función, no es una función acorde con las nuevas tendencias del Control Fiscal, y que la 
misma debe adscribirse como función judicial a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, a través de  los jueces creados en el Estatuto de la Administración de 
Justicia”111 
 
Y es en este punto donde se considera que está la esencia del debate, con el cual se ha 
buscado dar respuesta al problema objeto de este trabajo, pero que, como se ha señalado 
en el capítulo anterior, hace parte, si no es, el principal punto de discusión, respecto a la 
labor que desarrollan las Contralorías. 
 
Considera Amaya, que la responsabilidad fiscal no sólo tiene el carácter resarcitorio, a 
través de una actuación administrativa, sino de sanción fiscal, como lo reconoce el Consejo 
de Estado. Por tanto: 
                                                
 





(…) dicho aspecto no tiene un sentido esencialmente procesal, sino que parte del 
supuesto, de que la responsabilidad fiscal se deduce de la gestión fiscal, actuación 
está asumida por un gestor público que puede ser un servidor público, o un 
particular cuando administrar bienes o fondos públicos. En tal caso, la titularidad 
funcional del agente estatal, se enmarcan los principios axiológicos sea normativos 
básicos de la función administrativa y la función pública, a más de los ejes 
vertebrales que estructuran el concepto del Estado Social de Derecho, razón por la 
cual su actuación no es de carácter contractualista (en el sentido filosófico - político 
el término), si no pública, como portador de una potestad enmarcada por la 
naturaleza política y organizativa del Estado y de las relaciones entre los 
gobernantes y gobernados, bajo los enunciados valorativos referidos112. 
 
Hasta acá, la definición de Control Fiscal y de gestión fiscal que desde el marco del Estado 
Social de Derecho conceptualizan los teóricos del Control Fiscal.  
 
Pero para efectos de la resolución del problema teórico, la noción de la gestión fiscal en el 
entendido que plantea Pedro Agustín Díaz113, requiere un mayor nivel de amplitud teórica 
y con tal fin se retomará a Luis Jorge Garay en el libro titulado Colombia entre la Exclusión 
y el Desarrollo, propuestas para la Transición al Estado Social de Derecho114, con relación 
a conceptos que corresponderían desde la perspectiva del ESD, a elementos que deben 
constituir la noción de la gestión fiscal, que en la línea del presente trabajo, introduce en 
éste concepto, la garantía de protección de los derechos sociales. 
 
                                                
 
112 Ibid. p 153 
113La inversión del gasto público debe tender a cumplir con la profusa y variada carta de derechos y garantías. A la 
fiscalización le corresponde examinar los resultados obtenidos por quienes ejercen la administración del patrimonio social 
114 GARAY SALAMANCA, Jorge Luis. Colombia entre la exclusión y el desarrollo. Propuestas para la transición al Estado 
Social de Derecho. Bogotá D.C. Editorial Alfaomega Colombiana SA.  2002. P xi 
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En primer lugar, plantea Garay, que el desarrollo es concebido como un proceso dinámico 
de expansión y consolidación de libertades reales para los ciudadanos que van desde lo 
más primario como es evitar el hambre, la desnutrición y la muerte prematura, a la 
producción y el intercambio, y a la participación política en la definición de los asuntos de 
interés colectivo el público115 y que al depender del ordenamiento económico, político y 
social, deben ser exigibles gracias a un papel decisivo del Estado y la sociedad en su 
conjunto. 
 
Es por tanto que para él, sólo es posible con el logro de condiciones propicias para el 
ejercicio efectivo de libertades, derechos y deberes en condiciones de igualdad, de grupos 
diversos y representativos de la sociedad, porque la democracia, en sentido estricto, se 
alcanza en la medida en que se avanza en la universalización de la ciudadanía en una 
colectividad116  en el entendido que el desarrollo como libertad es una noción de doble vía:  
 
una dinámica que se retroalimenta de manera permanente. Así, por ejemplo, las 
libertades políticas, como la libre expresión y el ejercicio soberano del voto, 
contribuyan a promover la seguridad económica y la operación del mercado; las 
posibilidades de participación efectiva en la esfera económica como en la 
producción, el comercio y al trabajo permiten brindar oportunidades para la creación 
de riqueza individual y colectiva, y, a su vez, la riqueza colectiva puede auspiciar la 
acumulación de recursos públicos para el ejercicio en funciones sociales esenciales 
como la salud y la educación, que facilita la participación económica y social.117 
 
En esta perspectiva, Garay introduce el concepto de exclusión social, que en su concepto 
es una inclusión perversa y marginadora, de un amplio grupo de la población que bloquea 
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el desarrollo de las capacidades de la sociedad en su conjunto, por lo que debe realizarse 
el papel de la protección y seguridad social, la regulación pública y la acción de una 
diversidad instituciones para la creación de condiciones propicias al ejercicio de libertades 
la participación efectiva. 
 
Caracteriza la exclusión social118, como un  proceso de naturaleza multidimensional e 
intergeneracional, dinámica,  que margina, empobrece,  pero que exige del Estado y la 
sociedad, el reconocimiento de la necesidad de ampliar las capacidades y garantizar la 
realización de los derechos de la población, para facilitar la salida del círculo perverso de 
la exclusión-empobrecimiento y transitar a la creación de un círculo virtuoso de inclusión 
creativa-libertad-desarrollo por tanto la erradicación de la pobreza es un bien público como 
lo señala las Naciones Unidas119 
 
En este sentido plantea Garay respecto de la democracia, siguiendo a Ferrajoli, que los 
derechos civiles son para la igualdad civil, los derechos políticos para la igualdad política, 
los derechos de libertad para la igualdad liberal y los derechos sociales para la igualdad 
social 120.  Clasifica entonces, las distintas dimensiones de la democracia así: 
 
 La democracia formal conformada por la democracia civil y 
 
 La democracia política y la democracia sustancial por la democracia liberal 
(derecho a la libertad) y la democracia social (derechos sociales)121. 
                                                
 
118 “La exclusión social bloquea las posibilidades de avanzar hacia la cohesión social, el desarrollo y el crecimiento económico 
y la democratización de la sociedad, al restringir la potenciación y el aprovechamiento de las capacidades y habilidades, 
impedir la contribución efectiva de recursos disponibles, en términos de capital humano, físico y natural, y limitar los espacios 
de participación en asuntos de interés colectivo de amplios grupos de la población. La exclusión nace de la acumulación de 
desventajas que llevan a la privación de diferentes aspectos de la vida en sociedad y que por configurar su carácter como 
proceso intergeneracional” Ibíd. p xxiii 
119 PNUD (2000) Informe sobre el desarrollo humano, Nueva York, p73 y 82 citado ibid p. xvi. 
120 Ibíd. p xvii 
121 Ibíd. P xvii 
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Es así que define la democratización o desarrollo de la democracia como el paso de la 
democracia con el pleno ejercicio del voto y la autonomía política, a la democracia en la 
esfera social, con la realización de derechos sociales y la participación de los individuos 
en calidad de ciudadanos en la definición de asuntos de carácter público colectivo122 
tomando de referente a Norberto Bobbio. 
 
Por tanto, para Garay, la democracia sustancial, requiere la inclusión social pues para él, 
es indisoluble el avance de la democracia y las garantías reales que permitan satisfacer 
los derechos sociales de la población, al punto en que siguiendo a Ferrajoli, la reducción 
de tales servicios y el debilitamiento el carácter social y democrático del Estado significa 
un verdadero retroceso de la democracia123 
 
Para Garay, la búsqueda de la observancia de los derechos sociales, es una función 
central del Estado Social, que desde la regulación política de la economía, equipare o 
compense desigualdades sociales que son consideradas inaceptables en el esquema de 
justicia distributiva que propende lo dispuesto en la Constitución. El Estado Social para 
Garay, debe a su vez garantizar la igualdad, a través de la procura de un mínimo existencial 
mediante la provisión de asistencias y prestaciones que aseguren las condiciones básicas 
de la existencia humana y el logro de una igualdad de oportunidades, en ejercicio de sus 
funciones reguladoras y de servicio. 
 
Para él, los derechos sociales se diferencian, porque los costos de su satisfacción son 
financiados en gran medida con la recaudación fiscal, la afectación de los derechos 
patrimoniales y la distribución vigente de activos. Citando a Ferrajoli concluye “se trata 
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siempre de elecciones, precisamente políticas, referidas a la parte del presupuesto estatal 
empleada en gasto social, a la porción del gasto destinada a la satisfacción de algún tipo 
de derechos sociales, a las prioridades y los criterios de distribución de los recursos”124 
 
Precisa Garay, que, en el mundo moderno ante las exigencias y condicionamientos de la 
globalización, las obligaciones positivas del Estado, para garantizar los derechos sociales 
no tienen que asumirse únicamente a través del presupuesto, por las limitaciones fiscales 
agudizadas en un ambiente de competencia, sino, por un lado, mediante regulación, 
normas e instituciones y por otro lado con la intervención privada de particulares. Por eso 
considera que se debe sopesar, en forma debida, las inmanentes tensiones entre los 
costos sociales y los costos de transacción, o de intercambio mercantil y, por otro lado, 
entre las restricciones fiscales y del gasto público, la mercantilización /desmercantilización 
de la provisión de servicios públicos y los derechos sociales 
 
Considera Garay que en esta multiplicidad de modalidades novedosas para asumir la 
responsabilidad y acción del Estado y de grupos ciudadanos decisivos, por su lugar en la 
estructura económica y social, reside la posibilidad de avanzar eficaz y eficientemente a 
un Estado postbenefactor, garante de la progresiva observancia de los derechos 
fundamentales, civiles políticos y sociales, la defensa de la ciudadanía y la consolidación 
de la democracia sustantiva en sociedades en desarrollo. 
 
Pero para Garay, infortunadamente el modelo de Estado Bienestar, en el marco del Estado 
Social de Derecho postulado, en Colombia no se desarrolló, pues no consulta su 
consistencia y compatibilidad, con el modelo económico en proceso de implantación y 
tampoco ha avanzado en diseñar una agenda de transición para su progresiva instauración 
y consolidación política, financiera a institucional a una agenda de transición a un Estado 
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Social de Derecho en el marco de la Constitución de 1991, con miras a progresar en la 
democracia pues para él, es papel insustituible del Estado, en el ejercicio de ciertas 
funciones de estricto carácter público y  por tanto considera, que se requiere la presencia 
de un Estado Nacional, como institución social, en su carácter de ente racionalizador del 
interés colectivo, que ha de funcionar con una lógica social y política dentro el propósito 
de propender por la preeminencia de lo público. Para ello el Estado debe erigirse como 
institución social legítima, representativa, sólida, eficaz y eficiente y funcional con una 
nueva lógica política, económica y social 125 
 
Desde esta perspectiva teórica, se puede concluir que, el patrimonio público, que está 
integrado por los recursos del Estado que ingresan por la recaudación fiscal, la afectación 
de los derechos patrimoniales y la distribución vigente de activos126, debe estar orientado 
en el Estado Social de Derecho, a garantizar la realización de los derechos sociales, la 
búsqueda de la igualdad material, la procura de un mínimo existencial que asegure las 
condiciones básicas de la existencia humana y el logro de una igualdad de oportunidades 
y de contera la gestión fiscal logre:  
 
1. El desarrollo concebido como un proceso dinámico de expansión y consolidación 
desde lo más primario que es evitar el hambre, la desnutrición y la muerte 
prematura. 
 
                                                
 
125 Ibid. p Liv 
126 entendida esta desde la teoría de la justicia distributiva se centra en las causas de la desigualdad y aporta los 
fundamentos filosóficos y económicos para esclarecer los debates sobre la desigualdad pues las  visiones 
fundamentalmente diferentes de la sociedad sustentan las distintas escuelas de pensamiento inciden en los enfoques de la 
desigualdad. SOLIMANO, Andrés Solimano. Crecimiento, justicia distributiva y política social. REVISTA DE LA CEPAL 65.  






2. La ampliación de las capacidades y la garantía de la realización de los derechos de 
la población, para facilitar la salida del círculo perverso de la exclusión-
empobrecimiento 
 
3. El avance a la democracia en la esfera social, con la realización de derechos 
sociales 
 
4. La inclusión social. 
 
En este sentido el Control Fiscal que vigila para proteger el patrimonio público, debe ante 
todo proteger, la realización efectiva de los derechos sociales por medio de una gestión 
fiscal que logre los 4 resultados acá reseñados, más allá que la simple revisión de 
cumplimiento de unos indicadores. Luego la responsabilidad fiscal está orientada a calificar 
el daño patrimonial, desde la afectación a la realización de los derechos sociales y el 
avance en el logro de estos resultados, por parte de los gestores fiscales involucrados.   
 
2.2 La teoría del Estado Social y Democrático de 
Derecho para redefinir el derecho de responsabilidad 
fiscal 
 
El derecho de responsabilidad fiscal, ha sido abordado desde los teóricos del Control 
Fiscal, en perspectiva del Estado Social y Democrático de Derecho reseñando los textos 
normativos, al decir de Guastini, es decir a lo dispuesto Constitucional, legal y 
jurisprudencialmente y en este mismo sentido, se aborda el análisis de los principios, 
fuentes de la responsabilidad fiscal y protección al patrimonio público, estrechamente 
unidos al texto. 
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Pero la realización de los valores propios del Estado Democrático, Social y de derecho, en 
el derecho de responsabilidad fiscal, exige transformar aún más, esta visión, que los 
teóricos del Control Fiscal  acá retomados, Mazo Giraldo y Uriel Amaya, han planteado, 
pues desde éste derecho, se tiene la obligación constitucional de promover activamente, 
la realización de los valores constitucionales127  y en ese sentido, el paso de una 
responsabilidad fiscal con una estructura propia de un Estado de Derecho, que trascienda 
a una estructura propia para un Estado Social de Derecho que implica128:  
 
 una transformación del universo jurídico,  
 una nueva manera de entender las fuentes del derecho,  
 una forma distinta de administrar justicia129. 
 
En este sentido, se hace necesario retomar los principales aspectos teóricos del Estado 
Social y Democrático de Derecho, y para tal fin, abordaremos la propuesta del alemán 
Wofgang Abendroth y la visión de Ciro Angarita, en  su calidad de Magistrado  en la Corte 
Constitucional de Colombia, con la finalidad de ser el referente para abordar el análisis del 
modelo de derecho de responsabilidad fiscal vigente en Colombia. 
 
Para Abendroth (1906 –1985), el Estado Democrático y Social de Derecho, EDSD, tiene 
como principio estructural del orden jurídico constitucional, la dignidad humana; sus 
características fundamentales son la autodeterminación democrática, la obligación social 
y la seguridad jurídico - estatal, fundidas en una unidad y los principios jurídicos constituyen 
                                                
 
127 BASTIDAS MORA, Patricia. El modelo constitucional del Estado Social y democrático de derecho, sus desafíos y la 
constitucionalización del proceso. Viajuris Bogotá DISPONIBLE EN Dialnet-
ElModeloConstitucionalDelEstadoSocialYDemocraticoD-3293414.pdf. 2009 p.57 
128 Desde el planteamiento de Patricia Mora Bastidas, 




la base del orden de derecho de un orden político en la función para impartir al sistema 
jurídico la orden de obligar moralmente130. 
 
Para Abendroth, lo decisivo de la estatalidad social desde la Constitución consiste, pues, 
en que se abandona la fe en la justicia inmanente del orden económico y social existente, 
y éste orden, queda sometido a la acción de los órganos del Estado en los que está 
representada la autodeterminación democrática del pueblo. De ésta manera la actividad 
del legislador y de todos los demás órganos del Estado, tiene este principio como 
inequívoco mandato, que los vincula, a fin que sus actividades se mantengan dentro del 
marco de la Constitución131 
 
A su vez, recalca Abendroth, que el principio de igualdad en el EDSD, se ha convertido en 
una de las decisiones más difíciles y críticas del derecho político de la Teoría del Estado, 
entendida en un sentido político sociológico; principio el cual, la jurisprudencia 
constitucional debe tener siempre conciencia, de que opera en el marco de un Estado 
Democrático de Derecho, y por lo tanto, no puede rectificar al legislador, pero debe actuar, 
cuando éste lesione groseramente, el marco externo que le ponen los principios jurídicos 
de la Constitución. Por tanto, a partir de este principio, está prohibido al legislador, tratar 
arbitrariamente unos mismos hechos y sujetos jurídicos con criterios desiguales, pero si 
entendiéndose igual y desigual determinado muy esencialmente, según concepciones 
axiológicas que divergen histórica, nacional y socialmente.  
 
Para Abendroth, la proclamación del EDSD por la Constitución, no sólo abre el camino 
para ocasionales intervenciones del Estado, o el objeto de equilibrar un orden social 
amenazado, acaso en su normalidad, pero en principio reconocido como firme injusto, sino 
que pone además y por principio el orden económico y social presente a la disposición de 
                                                
 
130 ABENDROTH, Wofgang. Sociedad Antagónica y Democracia Política. Traducción de Manuel Sacristán. Barcelona. 
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la formación democrática de la voluntad del pueblo. Por eso señala, que la Constitución no 
posibilita sólo intervenciones ad-hoc del poder del Estado, sino, que le asigna la 
posibilidad, de transformar sus mismos fundamentos, entendiendo el Estado como un 
tercer factor ya no neutral, respecto de las fuerzas de la sociedad. Y esto, porque el criterio 
de justicia, entre varios grupos sociales es una cuestión que si bien presenta una dificultad 
para el EDSD, no se puede resolver sino manteniéndose conscientes que el Estado Social, 
en su principio tiene como función, el ampliar la idea material del Estado de Derecho propio 
de la democracia, al orden económico y social y a la vida cultural, el objeto de dar un 
contenido concreto a la idea del Estado Social.   
 
Por eso para Abendroth, es necesario la vinculación interna en la democracia, con la 
estatalidad social, en el que se imponen una interpretación del principio de igualdad, no 
sólo para la relación entre los individuos, sino también respecto en la que median entre los 
grupos sociales: sólo de ese modo se pueden compensar las reales relaciones de poder 
económico, en el sentido de la democratización de la sociedad132. 
 
Para Abendroth el principio jurídico de estatalidad, del derecho democrático y social, se 
convierte necesaria e inmediatamente, en objeto de la lucha entre los grupos sociales y 
entre las concepciones sociales que son característicos de ellos. Pues mientras se 
encuentren en lucha, en la sociedad, grandes intereses sociales contradictorios, es 
inevitable que se produzcan siempre pugnas acerca del contenido completo que ha de 
tener, en cada caso, ese principio jurídico, en la Constitución confiada al Estado. Pero 
considera que sí existe, un mínimo material y contenido de esa actividad: la conexión del 
Estado Social de Derecho, con la idea de democracia pone de manifiesto que este Estado, 
tiende a conseguir en cada caso, una situación de compromiso entre los grupos sociales y 
debe garantizar un mínimo de criterios comunes de valor admisible para todos. Ese mínimo 
que ha determinado, al menos, por el hecho de que la intervención social del Estado sobre 
                                                
 




la base de una decisión colectiva de las fuerzas políticas y sociales con el objeto de 
transformar el orden económico y social, se tiene que admitir como necesaria en el 
momento en que esté amenazada la existencia misma de un grupo. Es así que para 
Abendroth, la obligación de velar por las condiciones de existencia, se ha convertido en un 
principio constitucional rector, que se puede precisar democráticamente en cada 
circunstancia; ese deber es parte del momento justicia, en el marco del principio del Estado 
de Derecho.  
 
Además, considera como contenido mínimo del principio del Estado Social, que se 
entienda al ciudadano, ante todo en su participación democrática (pero aclara Abendroth 
que la participación en una autodeterminación que sea libre también socialmente), y el 
hecho de que ese principio de participación tiene que ampliarse también en la sociedad. 
Por ello la idea de la estatalidad del derecho democrática y socialmente vincula de un modo 
jurídico concreto la legislación, la jurisprudencia y a la administración a un determinado 
mínimo perfectamente irrepresentable que requiere desarrollos del legislador 133.  
 
En relación con el principio del equilibrio de poderes en la democracia, para él garantía de 
la libertad, no levanta rígidas barreras entre las partes, el poder del Estado que se conciben 
en funcionamiento separado, o barreras tales que deben cerrar el camino a futuros 
desarrollos. Por eso para Abendroth, el principio de la división funcional de poderes 
significa, la garantía de la independencia de la decisión judicial y determinadas autonomías 
en la administración y del gobierno, con sometimiento básico es la voluntad democrática 
representada por los órganos estatales democráticamente elegidos. Por eso para este 
autor, la filosofía social del Estado Social en la Constitución, primero asegura un 
determinado mínimo de contenido del concepto de justicia social y segundo, ofrece en 
principio al Estado democráticamente organizado la posibilidad de transformar el orden 
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económico y social en el sentido de una realización material de la idea democrática de 
igualdad. 
 
Abendroth sintetiza su pensamiento así:  
 
En síntesis, la Constitución, dentro de la idea de la estatalidad de derecho social y 
democrática, junto con el principio que garantiza la dignidad del individuo, es el 
principio jurídico rector de su sistema. Este principio no se puede entender 
adecuadamente más que sí se ve en él, la voluntad no sólo de imponer al Estado, 
con eficacia inmediata la obligación de garantizar un mínimo de criterios de 
igualdad, así como su realización sino también, el mismo tiempo que de proponer 
como tarea al Estado que representa democráticamente a la sociedad, la constante 
ampliación de su tarea configuradora y productora de situaciones sociales, 
abarcando el orden económico y social. La Constitución se ha limitado a presentar 
la libertad de acción de las diferentes fuerzas sociales, para traspasar el orden 
social su voluntad transformadora en el marco de la democracia política. Esta 
situación de compromiso, que sin ninguna duda mantiene también abiertas todas 
las posibilidades para la filosofía social, propugna por un Estado del Bienestar de 
intención social y planificación democrática. Por eso sería inadmisible, negar al 
Estado democráticamente organizado, la posibilidad de penetrar totalmente su 
orden económico y su orden social, o la entidad materialmente igualitaria de la 
democracia y con la entera de la libertad auto determinante del pueblo 
representada en el Estado. O el pensamiento jurídico estatal de la Constitución se 
tiene que contentar desde este punto de vista básico y esta decisión constitucional 
incurrirá y limita el parlamento el ejecutivo ya los jueces en su quehacer 134.  
 
                                                
 




Desde este contexto teórico, teniendo como categorías planteadas por Abendroth, se 
advierten los siguientes vacíos en el universo normativo del Control Fiscal y el derecho de 
responsabilidad fiscal que no posibilitan jurídicamente, vigilar para proteger un patrimonio 
público, que posibilite la realización efectiva de los derechos sociales por medio de una 
gestión fiscal orientada a la justicia material y por tanto, una responsabilidad fiscal 
orientada a calificar el daño patrimonial, desde la afectación a la realización de los 
derechos sociales y el avance en el logro de estos resultados, por parte de los gestores 
fiscales involucrados: 
 
(i) No se encuentra como principio rector explícito de protección, la dignidad humana, 
en el constructo del patrimonio público. Por el contrario, normativamente es el 
control externo al manejo de los recursos públicos: la vigilancia de la gestión fiscal 
tiene como fin: la protección del patrimonio público, la transparencia y moralidad 
en todas las operaciones relacionadas con el manejo y utilización de los bienes y 
recursos públicos, y la eficiencia y eficacia de la administración en el cumplimiento 
de los fines del Estado135, dice la Corte. 
 
(ii) En relación con la seguridad jurídica que debe informar el ordenamiento, se 
evidencia que los principios jurídicos base de este subsistema jurídico, no son 
propios para su rol constitucional - institucional, pues como se advirtió en el 
Capítulo 1, éstos corresponden más, a los principios propios de la gestión fiscal, 
desde los cuales se ordena realizar el Control Fiscal y determinar la 
responsabilidad fiscal. Esto deja en evidencia, que, al carecer de sus propios 
principios rectores, da como resultado la inestabilidad y predictibilidad, en la 
aplicación del derecho de responsabilidad fiscal con la finalidad Social que informa 
el orden Constitucional.  
 
                                                
 
135 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C- 623 de 1999 MP Carlos Gaviria Díaz, veinticinco (25) de 
agosto de mil novecientos noventa y nueve (1999). 
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(iii) El Control Fiscal no debe ser neutral en relación con la evaluación de la Hacienda 
Pública, pues ésta, está a disposición de la sociedad en el Estado Democrático y 
Social de Derecho, por el respeto al valor de la dignidad humana con una clara 
obligación social 
 
(iv) El principio de estatalidad que debe configurar materialmente el orden social, y el 
patrimonio público al órgano de Control fiscal del mismo, de contera, le 
corresponde verificar que la hacienda pública, posibilite la realización de la 
dignidad humana y a la determinación de la responsabilidad fiscal que de ella se 
derive, el resarcimiento del daño que afecte el desarrollo social de la dignidad 
humana.  
 
(v) Si el Derecho Constitucional informa e impregna todo el derecho, el Control Fiscal 
y el derecho de responsabilidad fiscal debe tener previsto en su universo 
normativo, desde el ámbito constitucional, hechos iguales y desiguales según 
concepciones axiológicas que divergen histórica, nacional y socialmente, en 
sociedades multiculturalistas y pluriétnicas.  
 
(vi) De igual manera, dentro de las previsiones del universo jurídico del Control Fiscal 
en general y del derecho de responsabilidad fiscal, debe estar el criterio de control 
de la obligación estatal de la progresividad, es decir el de la ampliación del 
contenido concreto de los derechos sociales.  
 
(vii) Así mismo, debe estar contemplado dentro del Control Fiscal y el derecho de 
responsabilidad fiscal, la obligación de velar por las condiciones de existencia, 
como principio constitucional rector, y como criterio material de justicia o equidad, 
en el contenido mismo de la valoración del menoscabo patrimonial, en el marco 
del principio del Estado de Derecho: deben estar explícitamente ligados en el 
concepto de equidad a la justicia social y a la realización material de la igualdad, 
el cual fue suprimida de la ley 610 del 2000 mediante sentencia C-340 del 2007, 





(viii) De acuerdo a lo afirmado por Abendroth, para quien el papel de desarrollo 
fundamental de la protección de la dignidad humana y la búsqueda de la igualdad 
material estaba en el legislador, tendría como horizonte de solución, que fuera en 
el Congreso, como lo propone Santafé Alfonso, con base en el artículo 116 de la 
Constitución, el rediseño institucional en materia de responsabilidad fiscal, a fin de 
que se garantice los efectos jurisdiccionales a los fallos proferidos.   
 
Con relación al concepto mismo de Estado Social y Democrático de Derecho, el 
exmagistrado Ciro Angarita Barón en su sentencia T-406 de 1992 de la Corte 
Constitucional, lo definió desde dos puntos de vista: cuantitativo y cualitativo, es decir el 
Estado bienestar y el Estado constitucional democrático como complementarios. 
 
Pero al considerar las complejidades fácticas y jurídicas en los Estados contemporáneos 
y el evidente agotamiento de la capacidad reguladora de los postulados generales y 
abstractos, la ley pierde su tradicional posición predominante y los principios y las 
decisiones judiciales, antes considerados como secundarios dentro del sistema normativo, 
adquieren importancia excepcional. Desvirtuando en este aspecto, lo afirmado por 
Abendroth, para quien el papel de desarrollo fundamental de la protección de la dignidad 
humana y la búsqueda de la igualdad material estaba en el legislador. Pero coincidiendo 
con él, en que el órgano judicial debe ser el órgano más eficaz y eficiente en la defensa de 
los derechos de los ciudadanos y los principios democráticos. 
 
El órgano judicial, es entonces una forma de compensación para controlar y defender el 
orden institucional, a fin de garantizar el equilibrio de poderes, En síntesis, el control 
ejercido por jueces y tribunales en el Estado constitucional contemporáneo resulta siendo 
la fórmula para la mejor relación seguridad jurídica-justicia136. 
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Considera él que el derecho, al no poder prever todas las soluciones posibles a través de 
los textos legales, necesita de criterios finalistas (principios) y de instrumentos de solución 
concreta (juez) para obtener una mejor comunicación con la sociedad, así como la 
importancia de la pretensión de validez y efectividad de los contenidos materiales de la 
Constitución, claramente señalada en su artículo 228, en el cual se evidencia el nuevo 
papel del juez en el Estado Social de Derecho.  
 
En la sentencia C- 074 de 1993, Ciro Angarita señaló, que desde el punto de vista 
económico, el nuevo derecho constitucional parte de reconocer la desigualdad existente 
en el artículo 13 de la Constitución Política y de la consagración de ciertos y determinados 
valores como la justicia y la paz social, de principios como la igualdad y la solidaridad, y 
de derechos y libertades civiles económicas y culturales que conforman la razón de ser y 
los límites del quehacer estatal. Manifestó que no se trata entonces de un texto neutro que 
permita la aplicación de cualquier modelo económico, o en las instancias de decisión 
política deben, de una parte, operar conforme a los valores y principios rectores que la 
Carta consagra, así como procurar la plena realización de los derechos fundamentales137  
 
Es claro entonces que para él, el Estado Social de Derecho debe promover la igualdad real 
y efectiva y las medidas en favor de grupos discriminados o marginados debe tener un 
razonable grado de garantía a toda la población colombiana.138 
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(ix) Esta perspectiva teórica, llevaría a considerar una nueva conclusión y sería que la 
responsabilidad fiscal, además que necesita de los criterios finalistas (principios), 
requiere de instrumentos de solución concreta (juez) para garantizar la protección 
de la dignidad humana, los derechos sociales y del criterio material de justicia o 
equidad 
 
Otro aporte teórico, en el marco de las expectativas del modelo del Estado Social y 
Democrático de Derecho, de proteger el patrimonio público, para garantizar la justicia 
material y la protección efectiva de los derechos, lo señala Bernd Marquardt, al precisar 
que el Estado Social es un producto histórico de la transformación a la sociedad 
industrial139. 
 
Dice Marquardt, que se requiere para evitar desventajas en la calidad democrática, las 
libertades, la estructura urbana, la seguridad ciudadana. Continúa diciendo “los 
fundamentos de legitimidad son verdaderos derechos humanos sociales, universalmente 
reconocidos, inalienables e imprescriptibles, inmanentes a la dignidad humana de todo ser 
humano del planeta. Tampoco se trata de supuestos derechos de segundo rango frente a 
un núcleo liberal prioritario. De tal manera, hay que rechazar la hipótesis ideologizada que 
pretende reducirlos a meros fines políticos sin contenidos precisos. Hay que garantizar el 
núcleo de los derechos humanos sociales para cada titular, de modo que no es legítimo 
subordinarlos a fines secundarios como la estabilidad presupuestal, en particular no en 
América latina, dónde se esconde detrás de tal exigencia nada más que los intereses 
minoritarios de las elites económicamente bien situadas a quedarse con una casi libertad 
tributaria no solidaria por debajo de los estándares tributarios reconocidos en los Estados 
sociales bien configurados.140 
  
                                                
 
139 MARQUARDT, BERND. Historia Mundial del Estado. El Estado de la Doble Revolución ilustrada e Industrial (1776-
2014). Bogotá. Ecoe Ediciones- Universidad Nacional de Colombia. 2014 p. 307 
140 Ibid. p. 307 
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(x) En este sentido, se resalta la importancia de la protección de los derechos sociales, 
por cuanto estos están universalmente reconocidos, inalienables e 
imprescriptibles, inmanentes a la dignidad humana de todo ser humano del planeta 




Recapitulando, para el EDSD, el principio de la estatalidad, el principio de la dignidad 
humana, la protección de los derechos sociales, la búsqueda de la igualdad material y las 
garantías judiciales que se posibilitan, dentro de una estructura judicial, conllevan al 
tercer debate teórico del siguiente capítulo organismo administrativo o jurisdiccional.  
 
2.3 Responsabilidad fiscal: decisión judicial o 
administrativa 
 
De conformidad a lo dispuesto por la teoría del Estado Social y democrático de derecho, 
del instrumento de solución previsto en cabeza del juez, para el Control Fiscal, marca el 
rumbo de la vieja discusión teórica, en torno al modelo institucional propicio para realizar 
el Control Fiscal y la determinación de la responsabilidad fiscal que de él se derive.  
 
Este debate teórico, aún vigente, como lo hemos relacionado en el Capítulo I del presente 
trabajo, con la mención realizada a las diversas iniciativas de actos legislativos de suprimir 
las Contralorías y crear un Tribunal de Cuentas, así como las críticas de que fueron objeto, 
fue mucho más evidente en el año 1991, en el que se estaba redefiniendo el nuevo modelo 
de Control Fiscal en la Asamblea Nacional Constituyente, pero que aún después del 
mismo, en dos oportunidades se ha presentado como iniciativa legislativa, incluyendo en 




El debate teórico fundamental en la Constituyente, arriba mencionado, en el informe 
elaborado por el Constituyente Alvaro Cala, retomado desde Mazo,  fueron dos tendencias: 
la influenciada por los modelos de Corte de Cuentas de países como Alemania, Bélgica, 
España y Francia, con una estructura análoga a los órganos que integran la rama 
jurisdiccional y la segunda tendencia, siguiendo el modelo de Estados Unidos o anglosajón, 
que es un sistema unipersonal que funcionara más como un órgano administrativo pero 
independiente de la rama ejecutiva.141 
 
Señala Mazo, el proyecto de estructura colegiada fue suscrito entre otros, por el ex 
magistrado de la Corte Constitucional Alejandro Martínez Caballero, Iván Duque Escobar 
y Álvaro Esguerra, en el que se proponía el reemplazo del organismo unipersonal, de 
origen popular mediante la elección por voto con la característica de lo que según sus 
autores denominaban sistema autónomo de Control Fiscal, en el que concurren como 
sujetos activos, varios órganos: la comunidad, los cuerpos colegiados en los diferentes 
niveles territoriales, la Corte de Cuentas y los respectivos tribunales territoriales de cuentas 
de elección popular, pero que mantiene su función de realizar informe anual que presenta 
tanto a la comunidad como al órgano legislativo quién es el encargado de fenecimiento de 
la Cuenta142. 
 
En relación con el modelo unipersonal, Diego Younes, expresaba en la Revista Economía 
Colombia, foro entonces del debate sobre la estructura de Control Fiscal más conveniente 
en el debate Constituyente, la necesidad de la modernización del Control Fiscal para un 
Estado eficiente en el que fundamentalmente se garantizará su independencia y 
autonomía, que sintetizó en tres tesis fundamentales dentro de los cuales se dio el debate: 
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 Primera tesis en el que se proponía que la Contraloría como no ejerce funciones 
jurisdiccionales, ni funciones legislativas, es del ejecutivo. 
 
 Segunda tesis que sostenía que la Contraloría es una función especial, como los 
son la Procuraduría y la Registraduría. 
 
 La tercera teoría con la cual él se identificaba, que describió que pareciera consultar 
más a la necesidad de proseguir en el camino de la autonomía de los entes de 
control, tesis que sostiene que la Contraloría, es una prolongación del legislativo, 
pues el origen del Contralor en el Congreso mismo de la República estaría 
otorgando las bases para esta tesis143. 
 
Entorno a este mismo modelo unipersonal, para el investigador economista de la 
Universidad Nacional, César Giraldo, si el patrimonio público está compuesto por los 
bienes que posee el Estado y por los valores que reposan en las arcas oficiales, 
administrado por el gobierno sin ser suyo, la propiedad del mismo, es de la sociedad que 
lo ha adquirido mediante el pago de impuestos y tarifas y su vigilancia se hace a través de 
los representantes en el Congreso, un Contralor. Por tanto el Control Fiscal se constituye 
en la vigilancia del legislativo, sobre el ejecutivo, para que  salvaguarde el patrimonio 
público y su buena utilización.  
 
Entonces donde gira la controversia acerca del Control Fiscal, es en la salvaguarda, pues 
no es sólo vigilar que la norma se cumpla, que es el origen del control legal. No es sólo 
vigilar el Estado de salud de las finanzas estatales y por tanto determinar que se aplicarían 
las normas que regirán la contabilidad pública, es decir la auditoría financiera. Tampoco 
es suficiente vigilar que los funcionarios manejen los recursos públicos si los utilizan, por 
ejemplo, en obras innecesarias, mal diseñadas o que no son prioritarias: es preciso indagar 
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entonces si los fondos públicos están siendo bien utilizados. Es decir, si están destinados 
para la atención de las necesidades más apremiantes de la sociedad y sí se les están 
extrayendo el máximo beneficio posible.  
 
Giraldo consideraba que el papel del Control Fiscal, dentro del esquema constitucional, 
debe tener como fundamento, quien tiene la iniciativa presupuestal y en este sentido  los 
que afirman que la asignación del gasto público es un problema técnico, sostienen, que el 
bienestar de la comunidad se maximiza, cuando los recursos se destinan a los proyectos 
que son más rentables desde el punto de vista social, y con tal fin se ha creado la 
metodología de evaluación social de proyectos, en los que se mida la rentabilidad social y 
si la elección ha sido correcta, se puede llegar a una decisión que maximiza el bienestar 
social. 
 
Pero el problema para él está, en quien da los criterios, para los precios sociales, pues es 
el que termina definiendo los proyectos, de acuerdo con su propia concepción de los 
precios sociales. Entonces para él en este esquema, el Control Fiscal se convertiría en un 
problema técnico de medición econométrica: verificar la rentabilidad social de los proyectos 
una vez entran en operación, utilizando los supuestos criterios objetivos y así el Control 
Fiscal se haría a nombre de la eficiencia, y debería ser realizado por un cuerpo técnico 
completamente ajeno a la política por supuesto que no sería conveniente que el Contralor 
fuera elegido por el Congreso144. 
 
Por eso para Giraldo, la revisión de todo el proceso de definición del presupuesto, no es 
tan neutral como se pretende, pues tiene más de político que de técnico, aunque lo político, 
para él, se discute con los organismos internacionales de crédito y a espaldas del país. En 
este caso el Control Fiscal debería ser político también, en el sentido de que debería 
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representar los intereses de la sociedad colombiana frente al capital internacional y por 
tanto sería incorrecto aceptar, que el Control Fiscal debería ser eminentemente técnico, 
cuando la asignación del gasto no lo es y nunca lo ha sido145 
 
Otra perspectiva para este modelo unipersonal, la encontramos en Gabriel Rosas Vega, 
quien refiriéndose a la nueva concepción del control en el Estado Social De Derecho 
definido en el artículo 1º de la Carta Política y el papel de las autoridades, que como lo 
expresa el artículo 2º es asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de 
los particulares, el Control Fiscal se debería realizar sobre la administrativo, en forma 
externa y buscar que cumpla con el plan inicialmente trazado por el legislativo.  
 
Por tanto, la administración central tendría un control externo administrativo y uno externo 
fiscal, cuyas funciones serían las de verificar el cumplimiento de los principios de gestión, 
para evitar desviaciones futuras y de esta manera lograr un mejoramiento continuo, para 
según él, el cumplimiento de los objetivos de la política económica. 
 
En este sentido, para Rosas Vega, el Control Fiscal descansaría en tres pilares. Primero, 
en la disponibilidad de mecanismos que aseguraran el menor desvío posible entre las 
preferencias de los individuos con relación al papel que debe cumplir al Estado; segundo, 
en la concepción democrática que le asignaría el legislativo, al papel de control sobre el 
ejecutivo; y tercero, en una estructura organizacional que contaría con un sistema de 
información fuerte y confiable y con procedimientos bien definidos y claros. 
 
El consideraba, que la sociedad al desear conocer si la administración está cumpliendo 
con sus deseos del manejo y uso de los dineros y hacer las correcciones que considere 
                                                
 




del caso en el momento en que no estén logrando por alguna razón, es decir desea conocer 
si lo ejecutado está de acuerdo a lo planeado, es que surge la necesidad de una 
transformación sustancial del control externo. Es por eso que el órgano encargado de esta 
función, debería responder al legislativo, pero gozando de completa independencia 
técnica, para realizar un trabajo de alta calidad y promover una divulgación ordenada de 
los juicios críticos que deban hacerse sobre los actos del ejecutivo. 
 
Entonces para Rosas Vega el nuevo enfoque del Control Fiscal, sería concentrarlo como 
auditoría externa, en la identificación de las áreas de riesgo; la supervisión sobre los 
sistemas existentes en la administración pública y el desarrollo de prácticas y métodos de 
control de economía, eficiencia y eficacia. Considera que además el control externo debe 
acometer estudios detallados y profundos, bien sea sobre programas especiales o sobre 
asuntos que hacen al uso de recursos públicos y que son comunes a distintas operaciones 
o a varias agencias o programas146 
 
Estos debates teóricos, dieron como resultado el Control Fiscal existente en Colombia, 
externo, de carácter unipersonal, autónomo, técnico, centrado en el control a la gestión 
fiscal desde el punto de vista de la eficiencia, eficacia y economía, que rinde cuentas tanto 
la ciudadanía, como el Congreso, presentando la sugerencia o no del fenecimiento de la 
cuenta, que finalmente realiza este mismo Congreso, como instrumento de control político 
al Ejecutivo. Pero con resultados desde el punto de vista de la protección al patrimonio 
público, que han generado los debates relacionados en el capítulo 1º del presente trabajo. 
 
Pero de acuerdo a lo planteado por Ariel Corredor y Naranjo Galves, en Colombia existe 
una falla en el modelo institucional, que desde marcos teóricos diversos, ha sido analizado 
                                                
 
146 ROSA VEGA, Gabriel. Reflexiones sobre Control Fiscal. En: Revista Economía Colombiana No. 295. Bogotá. DC 
Imprenta Nacional septiembre de 2003. Pgs 49-53 
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por ambos Investigadores, el primero de la Universidad Católica y el segundo de la 
Universidad del Rosario, y que Corredor ha sintetizado de la siguiente manera: 
 
La tesis del Profesor Naranjo Galves elaborada a partir de la teoría de las macro 
organizaciones (Carlos Matus) y de la teoría neo institucional (Douglas North) 
explica la disfuncionalidad del Control Fiscal colombiano como una distorsión 
inmanente al propio diseño institucional. Un diseño institucional que actúe contra la 
eficacia en la evaluación de gestión y resultados que la Contraloría General debería 
llevar a cabo. Nuestra posición, en contraste, ha pretendido mantener (…) una 
perspectiva trascendente al propio sistema fiscal para no centrarnos sólo en la 
eficiencia, -la cual, dicho sea de paso, analizamos no desde el neo 
institucionalismo, sino desde la teoría de elección racional-, sino además contempla 
la eficacia, la equidad, los costos ambientales147. 
 
La tesis de Corredor, es que la elaboración del modelo de vigilancia fiscal en Colombia es 
una mixtura de ambos modelos, que ha tomado como punto de partida el paradigma 
hispano que ha sabido adaptar a su propia cultura institucional, los logros de otros 
modelos148. Esto como resultado de la globalización del derecho, en el que los países 
centrales, ofician como oferentes, la mayoría de las veces no explícitos, de paradigmas 
jurídicos y los países periféricos o receptores como consumidores, totales o parciales de 
los mismos149. Por tanto, ha considerado que la solución del ajuste del diseño institucional, 
puede llegar a estar, en la revisión del mismo, desde el derecho comparado en perspectiva 
de los trasplantes constitucionales. Es así que ha tomado históricamente cómo referente 
las dos modalidades básicas de control: 
 
                                                
 
147 CORREDOR C, E Ariel. Control Fiscal en Colombia: apuntes desde el derecho comparado y el proceso de 






1. El sistema de Contralorías  
2. El sistema de Cortes o Tribunal de Cuentas 
 
En el primer caso, se trata de organismos autónomos, pero no jurisdiccionales, mientras 
que en el segundo caso estamos en presencia de instituciones verdaderamente 
jurisdiccionales150Ambas modalidades, a su vez, representadas por los modelos marco que 
han sido piedra de toque en su conformación: el modelo continental, expresión clásica del 
sistema de Cortes o Tribunales de Cuentas y el modelo anglosajón prototipo el sistema de 
Contralorías.  
 
Para Ariel Corredor, esta situación ha sido profundizada en el modelo actual de vigilancia 
en Colombia, pues acoge de modo pluralista aspectos singulares de una multitud de 
sistemas particulares. Aspectos pertenecientes, tanto los modelos marco, como diversas 
lecturas que de los mismos se han hecho, en algunos países receptores,  pues para él, es 
la adaptación del modelo anglo - norteamericano es decir una figura - técnico especializada 
en un panorama jurídico de tradición continental. 
 
Considera Ariel Corredor, que el modelo colombiano ha adoptado aspectos 
procedimentales del modelo marco norteamericano, pero que sólo se refieren a aspectos 
técnicos, mas no estructurales, habida cuenta que en Estados Unidos, el Comptroller 
General of the United States, le asiste no sólo el control del gasto neto de los recursos del 
Estado, sino que participa de manera directa en el apoyo al control político, que adelanta 
de manera permanente el Congreso, no sólo al manejo de los recursos, si no, a políticas 
públicas, acciones políticas y acciones militares. Es así que éste control está unido al 
control Político, y no separado, como en Colombia, el control técnico, del control Político. 
 
                                                
 
150 YOUNES MORENO, Diego. Citado en ibid p 24. 
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En relación con el Tribunal de Cuentas de Francia, creado en 1807 por Napoleón Primero, 
considera Ariel Corredor, que las semejanzas con el modelo colombiano se encuentran 
más en las funciones no jurisdiccionales del Tribunal, en cuanto a la verificación de la 
legalidad del gasto, y el sistema de revisión de cuentas, pues el Tribunal de Cuentas y las 
Cámaras de Cuentas Regionales si bien están integrados por magistrados y funcionarios 
de carrera, las decisiones que adoptan carecen de carácter jurisdiccional en relación con 
el control posterior de las cuentas y de la gestión de los servicios y organismos que 
corresponde al ámbito de sus competencias. Pero sólo a las CRC, les corresponde la 
competencia del control posterior, del correcto empleo de los fondos públicos, los cuales 
se pueden hacer durante cuatro años de ejercicios consecutivos y que puede llegar hasta 
valoración de una política pública y no únicamente administrativa coyuntural por periodos 
anuales como lo hace las Contralorías colombianas qué considera Ariel Corredor, no le 
permite reconocer las ventajas o desventajas o la celeridad o negligencia de la puesta en 
práctica de políticas de gestión de largo plazo. 
 
Pero en cuanto a las facultades jurisdiccionales del Tribunal Francés y las Cámaras 
Regionales de Cuentas, estos pueden decretar la situación del débito de un contable 
público por acción u omisión o negligencia de este en el manejo de los recursos públicos 
y en esa medida actuar contra el deudor, actividad jurisdiccional que puede ser calificada 
en una parte como contenciosa, si se lleva a cabo por pedido el ministerio fiscal o por 
iniciativa de la propia jurisdicción y además involucra tanto una responsabilidad fiscal como 
disciplinaria y la imposición de multas de carácter sancionatorio, y no exclusivamente 
resarcitorio, como en Colombia. 
 
Pero para Ariel Corredor, la naturaleza del sistema jurídico colombiano, al momento de la 
reconstrucción del consenso político en la constituyente de 1991, tuvo como modelo el 
constitucionalismo ibérico, pues para él, fue una forma de relegitimación y consenso 
pacífico exitoso tras una larga etapa de conflicto social agrupado bajo el autoritarismo151. 
Es así que Corredor considera, que la Constitución Española de 1978, situó el Tribunal de 
                                                
 




Cuentas, como el ente máximo de control externo e integral de la actividad económica 
como financiera del sector público, de la misma manera del esquema colombiano de 
vigilancia fiscal, mediante dos funciones diferenciadas aunque complementarias la 
fiscalizadora y la jurisdiccional, que en el ámbito colombiano corresponde a los sistemas 
de Control Fiscal de la ley 42 del 93 y el procedimiento de responsabilidad fiscal previsto 
en la ley 610 del 2000152. 
 
Pero en el caso particular del Tribunal de Cuentas Español en su marco jurídico, la función 
fiscalizadora se precisa, como el sometimiento económico - financiera del sector público, 
a los principios de legalidad, eficiencia y economía, que han de ser evaluados, mediante 
un análisis a los recursos del gasto, elaborado operativamente mediante informes, 
mociones o notas. A su vez, la función jurisdiccional de carácter contable, por su parte se 
reduce a una responsabilidad contable, en la que pueda incurrir quienes tengan a su cargo 
el manejo de bienes públicos. Para lo cual se establecen tres procedimientos 
jurisdiccionales complementarios: el juicio de cuentas153, donde se establece el lugar, 
modo y posible agente del detrimento patrimonial; el procedimiento de reintegro por 
alcance154, que define el monto del daño patrimonial ocasionado y el valor del 
resarcimiento; y el expediente de cancelación de fianzas155 resuelve las medidas 
pecuniarias correspondientes. Esto sin detrimento a que las resoluciones que dictan los 
órganos de jurisdicción contable, se vean impelidos, por los recursos de casación y 
revisión, ante la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo equivalente 
al Consejo de Estado en Colombia156.  
                                                
 
152 Ibíd. p 73 
153 El artículo 31 de la ley séptima de 1988 señala que es el procedimiento mediante el cual se lleva a cabo el examen y 
comprobación de la cuenta General del Estado y de las cuentas generales y parciales de todas las entidades del sector 
público y sus subsidiarias, el examen de los contratos, créditos extraordinarios y suplementarios, incorporaciones, 
ampliaciones, transferencias y demás modificaciones de los créditos presupuestarios iniciales celebrados por la 
administración del Estado y o las demás entidades del sector público. Luego se procede como proceso contable a enjuiciar 
la comisión de un ilícito contable, inicia la sección de enjuiciamiento y sigue los pasos del proceso contencioso administrativo 
ordinario que tiene como finalidad la sentencia que dictan a los consejeros de cuentas correspondientes. Ibíd. p 98. En este 
procedimiento, el tribunal de cuentas podrá utilizar las técnicas de auditoría, interventoría o control interno que resulten 
idóneas para la fiscalización pretendida. Ibíd. p 103 
154 Es también un procedimiento contencioso el cual se inicia una vez se ha cumplido las acciones por el delegado instructor 
de las actuaciones previas y tiene como finalidad definir el alcance del deudor y el saldo injustificado de una cuenta o la 
ausencia de justificación en las cuentas que deban rendir los gestores públicos. Ibíd. p 99 
155 No es de carácter contencioso pues se asemeja los expedientes de jurisdicción voluntaria es decir este último 
procedimiento busca materializar el resarcimiento por acción del consejero de cuentas que después de oír al ministerio fiscal 
y al abogado del Estado o del ente del sector público a cuyo favor si hubiera constituido la garantía decide llevar a efecto el 
expediente y las medidas coactivas si es del caso para alcanzar el fin. Ibíd. p 102 
156 Ibíd. P 74 
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En este sentido, Corredor, realiza la comparación con el modelo español precisando que 
éste, desde el ámbito constitucional, tiene una función consultiva y de advertencia157, 
competencias que carece las Contralorías en Colombia. Identifica similitudes tales, como 
la existencia de una Contraloría General, a la que le corresponde la función de fiscalización 
del orden nacional y la existencia de órganos fiscalizadores externos de las comunidades 
autónomas es al igual que existen las Contralorías territoriales en Colombia. 
 
Considera su vez que las competencias jurisdiccionales del Tribunal de Cuentas Español, 
son paralelas a las de la Contraloría General, ya que la responsabilidad contable y fiscal, 
en uno y otro caso, buscar el resarcimiento patrimonial dejando para la justicia ordinaria o 
disciplinaria el análisis del accionar de las conductas, que dieran ocasionado detrimento 
patrimonial para imponer las medidas correctivas del caso158. Aclara, que en el ejercicio la 
función jurisdiccional de enjuiciamiento contable, por el Tribunal de Cuentas, no se 
contraviene el derecho fundamental a la tutela judicial, sino que, como ha sintetizado el 
propio Tribunal Constitucional español, en las sentencias 187 de 1988 y 1991: consiste en 
aplicar la norma jurídica al acto contable emitiendo un juicio sobre su adecuación a ella 
declarando, en consecuencia, si existió no responsabilidad al funcionario, absolviendo lo o 
condenándolo, y en esta última hipótesis, ejecutando coactivamente su decisión. Y todo 
esto a través de un procedimiento judicial.159 
 
Resalta de la misma manera Ariel Corredor, que las diferencias en cuanto a las 
competencias jurisdiccionales del Tribunal de Cuentas Español y de la Contraloría General 
de Colombia no han de exagerarse; pues lo que ocurre en el proceso español es que 
además del resarcimiento patrimonial,  se sanciona de orden disciplinaria y penalmente, 
sin necesidad de salir del proceso llevado por el Tribunal, pues se emplean las 
herramientas del poder judicial, por los jueces del fisco, lo que aligera los procedimientos. 
Caso contrario de lo que ocurre en Colombia, en el que estos hechos se manejan por 
                                                
 
157 El cual en Colombia, mediante Sentencia C-103 de fecha 11 de marzo de 2015, la Corte. Constitucional de la 
República de Colombia declaró INEXEQUIBLE el numeral 7 del artículo 5º del decreto- ley 267 de 200 
158 Ibíd. P 81 




jurisdicciones diferentes, con la apertura de procesos paralelos, sobre un mismo hecho. 
Como consecuencia de lo anterior el proceso de responsabilidad en Colombia tiene 
naturaleza administrativa y en España naturaleza jurisdiccional y en este sentido requiere 
un cariz querellador, es decir es responsabilidad del fiscal, la acción, para la exigencia de 
la responsabilidad contable, en cualquiera de los procedimientos jurisdiccionales del 
Tribunal de Cuentas. 
 
A la pregunta ¿En el Estado Colombiano, es eficaz y eficiente la función de recuperación 
de los recursos públicos por parte de la Contraloría General de la República bajo el modelo 
de Control Fiscal vigente? 
 
Entonces se debe responder  de manera inicial con la información recopilada desde la 
hermenéutica del tercer nivel, por un lado, los resultados que de la recuperación ha hecho 
la Contraloría General de la República, en sus propios informes de gestión, en el cual se 
comparan las cuantías reportadas como hallazgos fiscales en el proceso de Control Fiscal 
micro o auditorías, contra el recaudo efectivo de los recursos, con base en los Informes de 
gestión de la Contraloría publicados en su página web, para las vigencia 2010-2014.  
 
Para el periodo 2010-2014, en el informe de gestión de Sandra Morelli, se presentaron 
7.312 hallazgos fiscales, se trasladaron 6.207160 y sólo se aperturaron 4075 procesos a los 
que se le iniciaron trámite en el periodo. 
                                                
 
160 CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. Informe de gestión 2010-2014. Bogotá D.C. Imprenta Nacional de 
Colombia. Págs. 216 y ss 
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Fuente: Informe de gestión 2010-2014 
Grafica elaborada por la autora del texto  
 
Se precisa en el informe que venían en curso de administraciones anteriores, 2876 
procesos en trámite, que daría un total de 6951 procesos de responsabilidad fiscal durante 
este periodo, de los cuales 1889 continuaban en trámite y 2186 fueron terminados. 
 
De estos 2186 procesos terminados, que equivaldrían al 31% del total de los procesos en 
trámite, 506, de esta tercera parte fallada, fueron decididos con fallo con responsabilidad; 
129 procesos, tuvieron como decisión fallo sin responsabilidad y 1551 procesos, fueron 
cerrados con auto de archivo, es decir ¿no hubo mérito para seguir conociendo del 
asunto?161 
 
                                                
 





Fuente: Informe de gestión CGR 2010-2014 
Grafica elaborada por la autora del texto. 
 
Por tanto, de una cuantía de hallazgos fiscales encontrados en auditorías, por un valor de 
$11.966.669.141.099.00, se trasladaron en el periodo en cuestión a Investigaciones, 
hallazgos por un valor de $ 11.387.439.201.008.00, pero se dio apertura a procesos de 
responsabilidad fiscal sólo por un valor de $ 12.890.534.000.00, terminaron con fallo con 
responsabilidad fiscal en el periodo por una cuantía de $ 1.972.560.000.00 es decir ni el 
equivalente al 1% de la cuantía de 11,9 billones de pesos. 
 
Del total de procesos iniciados, el recaudo por proceso (Indagación preliminar, proceso de 
responsabilidad fiscal ordinario y proceso de responsabilidad fiscal) fue de $ 396.376,000 
que equivales al 3,07 % y por jurisdicción coactiva de $ 56.224.000 que equivale al   
0,44%.162  
 
Sin embargo, en este informe se deja esta observación:  En curso se encuentran 4632 
PRFO, con daño estimado en cuantía de $11.314.102 millones; de los que en 145 se 
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profirió fallo en ejecutoria y en 311 se ha proferido decisión de imputación de 
responsabilidad fiscal. En 413 se ha decretado medida cautelar.163 
 
A la luz de las conclusiones del estudio de campo realizado por RODRIGUEZ y BOTERO 
MEJIA:  Esta mixtura de impulso procesal, tanto inquisitivo como dispositivo, es 
probablemente la consecuencia de los vacíos e imprecisiones que presenta la actual 
normatividad que orienta el proceso de responsabilidad fiscal, originando controversias 
jurídicas innecesarias con lo sujetos de control y sujetos declarados responsables y aún 
entre los mismos funcionarios, que carecen de unificación de criterio jurídico, por falta de 
una relatoría al interior del órgano de control. Estas fútiles controversias ocasionan 
demoras injustificadas en las investigaciones, que finalmente pueden terminar en 
caducidades y prescripciones 164, las cuales, como quedó determinado en los informes de 
la Auditoría General de la República, termina en prescripciones procesales así: 
VIGENCIA 
AUDITADA 
VALOR DEL DETRIMENTO 
PATRIMONIAL 




total                   401.130.647.196  
Fuente: Informes de Auditoria a la Gestión de la CGR - AGR 
 
Adicionalmente, las controversias jurídicas internas, por falta de principios propios del 
subsistema jurídico, trae también como consecuencia la revocatoria de un muy alto número 
de fallos con responsabilidad entre la misma entidad. La Contraloría Delegada de 
                                                
 
163 Ibid p 279 
164 RODRIGUEZ R. Guillermo y BOTERO MEJIA Alvaro. Procesos de responsabilidad fiscal Cometarios críticos. Bogotá 




Investigaciones y Juicios Fiscales y jurisdicción coactiva suministró la siguiente 
información en relación la cuantificación de los fallos que fueron confirmados por la 




FALLO CON RESPONSABILIDAD 
 









2010 70                    14.055.570.806,28  25                    3.010.820.692,00  
2011 124                    17.868.396.000,04  50                    4.347.298.800,72  
2012 122                      4.523.975.953,82  92                  12.124.664.198,36  
2013 97                    15.599.541.968,85  81                  19.438.423.828,14  
2014 101                    11.589.550.539,83  92                  34.540.866.588,21  
TOTAL 514                    63.637.035.268,82  340                  73.462.074.107,43  
Fuente: Contraloría Delegada de Investigaciones y Juicios Fiscales y jurisdicción coactiva- CGR- 2016 
 
Esta inseguridad jurídica no es sólo a nivel interno, toda vez que sus fallos al ser   
materialmente actos administrativos y no decisiones judiciales, demora la firmeza de las 
decisiones de responsabilidad fiscal y hace casi inevitable la duplicidad de procesos:  la 
actuación administrativa por las Contralorías, más el proceso ante la jurisdicción 
contenciosa administrativo, tiempo que posibilita se insolventen los implicados. 
 
                                                
 
165 Respuesta brindada por la Coordinadora de gestión de Contraloría Delegada de Investigaciones y Juicios Fiscales y 
jurisdicción coactiva de la Contraloría General de la República mediante oficio de 2016IE0025441 de 18 de marzo de 2016 
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El siguiente es el reporte que se generó desde la Oficina Jurídica de la CGR, de los 
procesos activos por nulidad y restablecimiento de derecho, contra fallos con 

















                                                
 
166 Respuesta brindada por la Directora de la Oficina Jurídica de la Contraloría General de la República  mediante oficio de 






























Fuente: Oficina Jurídica CGR 2016 
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Estos datos dan como resultado: que de los 4632 que quedaron en el informe de gestión 
de 2014, la suma total del número de fallos de procesos de responsabilidad fiscal de las 
vigencias 2010 a 2014, fue de 854 fallos con responsabilidad, 340 (40%) fallos fueron 
revocados por la misma entidad, 390,64 (46%) quedaron en firme y ejecutoriados y 123 
(14%) fueron demandados. Es decir, que, de una cuantificación del daño, investigado y 
fallado por valor de $ 137.099.109.376,71, identificado como detrimento patrimonial en los 
4 años, sólo un aproximado en pesos de                                        $ 29.273.036.223,66, 
quedó ejecutoriado como faltante fiscal, para su recuperación, es decir sólo el 21% 
aproximadamente. Es evidente que es incierto el futuro del restante $ 107.826.073.153,05, 
pues de una lectura rápida, es evidente que 40 mil millones (el 37%), de los fallos de las 
vigencias 2010 a 2013, ya se encuentran en riesgo o de caducidad o de prescripción. Y lo 
es aún mayor de los 11. 3 billones de pesos, arriba relacionados que fueron presentados 
como resultados de las auditorías realizadas en el cuatrienio. 











 Fuente: CGR Colombia  
                  Grafica elaborada por la autora del texto 
 
En este orden de ideas, a la pregunta ¿En el Estado Colombiano, es eficaz y eficiente la 
función de recuperación de los recursos públicos por parte de la Contraloría General de la 
República bajo el modelo de Control Fiscal vigente? queda formulada otra  pregunta: De 
acuerdo con estos resultados en el 2016 ¿Que sucedió entonces con la recuperación de 
los 11,9 billones de pesos reportados en el informe de gestión de periodo de Sandra 















Frente a los datos analizados desde la perspectiva del Estado Social y democrático de 
Derecho, es indudable que la respuesta a la pregunta formulada en el presente trabajo es, 
que en el Estado Colombiano, no es eficaz, ni eficiente la función de recuperación de los 
recursos públicos por parte de la Contraloría General de la República bajo el modelo de 
Control Fiscal vigente. 
 
El investigador Rodrigo Naranjo Galves, considera que el examen detenido del control 
sobre el manejo y utilización de la Hacienda Pública permite concluir que la existencia de 
un sistema efectivo de Control Fiscal, es condición esencial de todo Estado de Derecho y 
se torna aún más importante, si de lo que se trata es de consolidar un Estado que merezca 
el calificativo de Estado Social de Derecho167. Y para él es claro que la misión de las 
Contralorías es vigilar la calidad del gasto y por ello, sólo pueden ser instrumentos de lucha 
contra aquellas formas de corrupción que se reflejan en mal manejo de fondos o bienes 
públicos168. 
 
La consagración formal del principio de Estado Social de Derecho, para Naranjo 
considerada por él, de escasa realización, impone al Estado, un compromiso de eficacia 
en su labor, especialmente en los aspectos más sociales de la misma. Para Naranjo, la 
auditoría pública de gestión y resultados es la auditoría para la realización del Estado 
Social. 
 
Pero él considera, que la organización misma del Control Fiscal, con las funciones de la 
nueva visión del Control Fiscal, a partir del Estado Social de Derecho, tiene funciones 
                                                
 
167 GALVES NARANJO, Rodrigo. Reforma Politica y Control Fiscal. Estud. Socio-Juríd [online]. 1999, vol.1, n.1 
[cited  2016-05-26], pp.78-97. Available from: <http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0124-
05791999000100005&lng=en&nrm=iso>. ISSN 0124-0579. P 78 
 
168 NARANJO GALVEZ, Rodrigo. “La responsabilidad fiscal en Colombia ¿Instrumento para combatir la corrupción o 
estímulo a la misma” en Memorias del VII Congreso Internacional del CLAD sobre Reforma del Estado y la Administración 
Pública, Lisboa, Portugal, 8-11 octubre 2002. p 5  
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propias del régimen anterior, es decir a las Contralorías entre 1923 y 1991, en la fijación 
de la responsabilidad fiscal, en los cuales la Contraloría investiga el detrimento al 
patrimonio público, funciones que realizaban bajo el régimen anterior. Para él, esto es un 
híbrido que no es compatible, con la finalidad del Control Fiscal en el Estado Social de 
Derecho y es una de las explicaciones de por qué las Contralorías, no producen los 
resultados que se esperan de ella. 
 
Para Naranjo es claro, que dentro la estructura actual del Estado colombiano, las 
Contralorías están por fuera de las tres ramas tradicionales y no son parte del poder 
judicial. Por tanto sus actos, son materialmente actos administrativos y no decisiones 
judiciales, lo que para él significa, que las demoras en la firmeza de las decisiones respecto 
del Control Fiscal, como resultado de la responsabilidad fiscal, obedece a una situación 
estructural, porque en la forma como está organizada la institución de la responsabilidad, 
hace casi inevitable una duplicidad de procesos, la actuación administrativa por las 
Contralorías, más el proceso ante la jurisdicción contenciosa administrativo. 
 
Por ello él se pregunta , cuál es el valor agregado en la fijación de la responsabilidad fiscal 
y para él es clara la respuesta: las Contralorías son un instrumento para fijar que quien 
maneja indebidamente que el patrimonio público responda por el detrimento causado y lo 
repare, las Contralorías no son un fin en sí mismas. Por eso para él, la respuesta es que 
la responsabilidad es consecuencia del control, el rezago de lo que anteriormente se 
llamaba el juicio fiscal de cuentas. 
 
En este orden de ideas él considera válido plantear, la necesidad de intervenir la fijación 
de la responsabilidad derivada de la gestión fiscal por parte de las Contralorías: o bien que 
se suprima quedando por completo en manos del poder judicial, o que se limite al papel 
de iniciador de la acción respectiva ante la rama judicial, con facultades para llevar a cabo 




La propuesta planteada por Naranjo, considera él, tiene la ventaja adicional, que posibilita 
mayores garantías procesales para las personas vinculadas a los procesos de 
responsabilidad fiscal disminuyendo los riesgos de arbitrariedad. Los resultados que brinda 
la Contraloría General de la República en el área de fijación de responsabilidad fiscal y su 
cobro, no son importantes frente a los beneficios que produce, en el ejercicio la función de 
control propiamente dicho y en el cobro persuasivo. 
 
Otro aspecto que señala NARANJO, respecto a la importancia de ajustar este diseño 
institucional, obedece a lo que él llama la inflación legislativa, en el que multitud de 
acciones y procedimientos tienen en común, en menor o mayor proporción, el propósito 
resarcitorio, lo que en la práctica genera problemas de competencia, coordinación y 
prevalencia169 y  que para él trae como consecuencia, que mientras subsista esta 
multiplicidad de acciones, mayor será la posibilidad de que los funcionarios eludan su 
responsabilidad de reparar el patrimonio público, planteando debates de índole procesal 
en materia de competencias, conflictos de jurisdicción, pleitos pendientes.  
 
Así mismo plantea dos problemas relevantes al respecto: el primero de ellos, la posible 
producción de varias decisiones sobre un mismo objeto, que puede ser contradictorias y 
la segunda la posibilidad de violar el principio de no ser juzgado por el mismo hecho dos 
veces. Esto como resultado, de esos mecanismos procesales, para hacer efectiva la 
responsabilidad patrimonial de los funcionarios y servidores públicos170  
 
Por tanto, para él, las Contralorías, a partir del cambio constitucional de 1991, están 
llamadas a controlar la calidad del gasto público además de que juegan un papel 
importante en la lucha contra la corrupción. Pero considera que la responsabilidad fiscal, 
tal como está organizada institucionalmente, no contribuye al buen manejo de los bienes y 
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fondos públicos y tampoco es un instrumento adecuado de lucha contra la corrupción. Al 
contrario, la considera un factor que evita hacer efectiva la responsabilidad patrimonial. 
 
Concluye diciendo, que a la ineficacia de esta institución contribuyen razones de orden 
constitucional, como la estructura misma del sistema de Control Fiscal, su ubicación dentro 
la estructura estatal y su regulación funcional básica, que conservó funciones que no se 
ajustan a su nueva naturaleza. A ello le agrega la inflación legislativa sobre el tema. 
 
Por eso plantea que: la situación actual, lleva a plantear la necesidad de modificar las 
funciones básicas del Control Fiscal, asignando la competencia de fijar responsabilidades 
fiscales al poder judicial y estableciendo un sistema coherente y simple de acciones 
judiciales y de legitimación para su ejercicio orientadas a la protección y reparación del 
patrimonio público. Propone que una reforma de este tipo, tendría efectos positivos no solo 
en lo relativo a la efectividad en la fijación de responsabilidades fiscales, sino, además en 
el desempeño de las propias Contralorías y en la protección del derecho de defensa de las 
personas vinculadas a estos procesos171 
 
La Corte Constitucional de Colombia, no está exenta de esta discusión,  pues en sentencia 
C-189 de 1998, Magistrado Ponente, Alejandro Martínez Caballero, se pronunció en sede 
constitucional, en relación con el carácter administrativo de los fallos emitidos por las 
Contralorías, como resultado de los procesos de responsabilidad fiscal. En ésta sentencia, 
la Corporación reconoce que la particular naturaleza de los juicios fiscales, amerita una 
mejor comprensión por la doctrina y un más adecuado desarrollo legal. 
 
A ese respecto precisó, que las condiciones requeridas para que un organismo de Control 
Fiscal, emita la decisiones con efectos jurisdiccionales,  puede la misma ley,  puede 
atribuirle fuerza de cosa juzgada a actos jurídicos proferidos por autoridades que reúnan 
los requisitos propios de un juez, esto es, que sean imparciales, independientes e 
inamovibles, es decir,  si tales funcionarios reúnen las calidades propias de un juez, bien 
                                                
 




puede el ordenamiento conferirle efectos definitivos, estos es, jurisdiccionales a su 
decisión172.  
 
Esto es, porque la autonomía y la independencia judicial, no es una garantía en beneficio 
del funcionario sino del ciudadano, pues se considera que el juez, al actuar exclusivamente 
con base en el derecho y gozar de independencia funcional, reúne los requisitos para que 
sus determinaciones, una vez decididos los recursos de ley, puedan ser definitivas, esto 
es, hacer tránsito a cosa juzgada, ya que se pueden presumir conformes al ordenamiento. 
 
Desde esta perspectiva teórica, se comprueba la hipótesis del presente trabajo, 
consistente en señalar que las falencias inherentes al diseño constitucional del modelo de 
recuperación de los recursos públicos en Colombia en cabeza de las entidades de Control 
Fiscal,  en el que hace que éstas funjan como juez y parte, en los procesos administrativos 
que ejecutan, ratifica la debilidad institucional en el marco del  Estado Social y Democrático 
de Derecho para la eficaz y eficiente recuperación de los dineros públicos, deficientemente 
administrados, afectando en consecuencia la protección efectiva de los derechos 
económicos y sociales de la población más pobre y vulnerable. 
 
La entidad de Control Fiscal que formula el hallazgo fiscal, no debe ser la misma que 
investiga y enjuicia en un Estado Social y Democrático de Derecho, pues su papel más 
allá del Control Fiscal, como órgano autónomo, es el contrapeso al poder;  los principios 
de dignidad humana y la justicia social, así como el logro de la protección de los derechos 
sociales, la vigilancia y el control sobre  la efectividad de una Hacienda Pública que 
promueva la justicia distributiva, exige una independencia orgánica y funcional de la 
determinación de la responsabilidad fiscal,  pues la garantía de estos principios y valores 
propios del ESD,  corresponde a un tercero (juez), llámese Tribunal de Cuentas o Juez 
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 Conclusiones  
El presente trabajo tuvo como finalidad responderse a la pregunta sobre la eficacia y 
eficiencia de la recuperación de los recursos públicos, una vez el órgano de control ha 
identificado que estos no se han aplicado para los fines sociales del gasto público. 
 
Para tal fin, se mostró el control fiscal en general y el proceso de responsabilidad en 
particular, en cuanto a su ámbito jurídico, su perspectiva histórica y los debates 
contemporáneos del diseño constitucional.  
 
Posteriormente se desarrolló el análisis del problema desde el concepto del control fiscal 
y el derecho de responsabilidad fiscal en el Estado Social y de derecho; pero se requirió 
profundizar en la teoría del Estado Social y Democrático de Derecho para evidenciar los 
vacíos en su universo normativo, sus fuentes y en el debate teórico respecto a la forma 
más eficaz y eficiente de administración de justicia. 
 
Con base en la información aportada por la Contraloría General de la República y la 
Auditoría General de la República, entidad que controla los órganos de Control Fiscal, se 
realizó un análisis de las cifras aportadas, se tomó para el análisis, el periodo 2010 a 2014 
del cual se concluyó que a 2016, la recuperación de recursos no alcanza ni el 1% del total 
del reporte del presunto menoscabo a los recursos públicos, de la no despreciable cifra de 
11. 3 billones de pesos.   
 
Es así que las dualidades que se evidencian entre la vigilancia y la protección al patrimonio 
público han puesto en riesgo la coherencia interna del derecho de responsabilidad fiscal 
con su conexión sistemática interna del Control Fiscal; así como la coherencia con la 
protección al patrimonio público, amparado en decisiones meramente administrativas. La 
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recuperación de los recursos hoy es ilegítima, entendiendo por legitimidad la confianza en 
la ley. 
 
Desde esta perspectiva teórica, es claro que el patrimonio público, integrado por los 
recursos del Estado que ingresan por la recaudación fiscal, la afectación de los derechos 
patrimoniales y la distribución vigente de activos, debe estar orientado en el Estado Social 
de Derecho, a garantizar la realización de los derechos sociales, la búsqueda de la 
igualdad material, la procura de un mínimo existencial que asegure las condiciones básicas 
de la existencia humana y el logro de una igualdad de oportunidades y de contera que la 
gestión fiscal logre:  
 
1. El desarrollo concebido como un proceso dinámico de expansión y consolidación 
desde lo más primario que es evitar el hambre, la desnutrición y la muerte 
prematura. 
 
2. La ampliación de las capacidades y la garantía de la realización de los derechos de 
la población, para facilitar la salida del círculo perverso de la exclusión-
empobrecimiento 
 
3. El avance a la democracia en la esfera social, con la realización de derechos 
sociales 
 
4. La inclusión social. 
 
En este sentido el Control Fiscal que vigila para proteger el patrimonio público, debe ante 
todo proteger, la realización efectiva de los derechos sociales por medio de una gestión 
fiscal que logre estos resultados. Por tanto la responsabilidad fiscal está orientada a 
calificar el daño patrimonial, desde la afectación a la realización de los derechos sociales 




Para el logro de esta finalidad, la entidad de Control Fiscal que formula el hallazgo fiscal, 
no debe ser la misma que investiga y enjuicia en un Estado Social y Democrático de 
Derecho. 
 
Es imprescindible el paso hacia una verdadera estructura propia para un Estado Social de 
Derecho en el que el Control Fiscal y el derecho de responsabilidad fiscal tenga como 
principio rector explícito de protección de la dignidad humana; cuente con  principios 
autónomos; evalúe la Hacienda Pública, con su clara obligación social; determine la 
responsabilidad fiscal cuando se afecte el desarrollo social de la dignidad humana; prevea 
hechos iguales y desiguales reconociendo el multiculturalismo y las plurietnias; vigile la 
obligación estatal de la progresividad en la ampliación del contenido concreto de los 
derechos sociales; vele por las condiciones de existencia, como principio constitucional 
rector, y como criterio material de justicia o equidad, en el contenido mismo de la valoración 
del menoscabo patrimonial, en el marco del principio del Estado de Derecho ligado al 
concepto de equidad a la justicia social y a la realización material de la igualdad y proteja 
ante todo de los derechos sociales universalmente reconocidos, inalienables e 
imprescriptibles, inmanentes a la dignidad humana de todo ser humano  
 
Adicionalmente debe considerar en sus fuentes el derecho internacional, en lo dispuesto 
en la Convención de Naciones Unidas contra la corrupción y la Convención Interamericana 
Contra la Corrupción, así como incorporar como fuentes materiales del daño los actos de 
apropiación de los dineros públicos incluyendo la definición de políticas para beneficios 
personales; la apropiación de dineros públicos para obtener un beneficio extra – posicional; 
el uso indebido de lo público para el beneficio privado y la destinación diferente de los 
bienes.  
 
Y la forma de administrar esta justicia debe estar a cargo de una autoridad que  gozando 
de autonomía constitucional, emita las decisiones con efectos jurisdiccionales, reúna los 
requisitos propios de un juez es decir, sea imparcial, independiente e inamovible. 
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Por tanto se requiere con urgencia, un rediseño constitucional del Control Fiscal, en el que 
el órgano de control unipersonal, separado de una estructura de carácter jurisdiccional, 
presente y defienda los intereses sociales del Estado desde el patrimonio público, con 
decisiones de efectos jurisdiccionales y con la posibilidad que dentro del mismo proceso 
se emitan las decisiones con efectos disciplinarios y penales, a fin de evitar multiplicidad 
de procesos, por los mismos hechos.  
 
La protección de los derechos sociales desde la Hacienda Pública se complementaría con 
el análisis de información y resultados de la recuperación que se realiza mediante las 
acciones populares y los recaudos en los procesos penales de los delitos contra el 
patrimonio público. Es acá donde radica la importancia del debate legislativo en torno a la 
figura jurisdiccional más conveniente que responda a los requerimientos del Estado Social 
y Democrático de Derecho, hoy denominado Tribunal de Cuentas, que está lejos de 
parecerse al que propone en la actualidad el movimiento político Cambio Radical, mediante 
el Acto Legislativo número 093 de 2016 Cámara, por medio del cual se modifican los 
artículos 119, 141, 156, 174, 235, 267, 268, 271, 272 y 273 de la Constitución Política de 
Colombia en el que devolviéndose mas de 25 años atrás, para un Estado de Derecho, sólo 
realizaría una revisión numérico legal y contable de la gestión fiscal.  
 
No se puede esperar que como resultado del actual proceso de paz, la profundización del 
Estado Social y Democrático de Derecho avance en mayores logros sociales, si no se 
cuenta con órganos de control fiscal que cuenten con un diseño constitucional  y 
herramientas que les permita eficacia y eficiencia en la protección del patrimonio público 
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